
CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CASO ESPINOZA GONZÁLES Vs. PERÚ 
Serie C No. 289

SENTENCIA DE 20 DE NOVIEMBRE DE 2014

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas)

[Extractos1]

1.  El presente documento contiene extractos de la Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas del caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. De esta manera, se ha realizado una síntesis 
de los hechos y se incluye sólo algunos párrafos relevantes para la presente publicación, así como se han 
reducido el número y extensión de los pies de página. Los números de párrafos corresponden a aquellos 
de la Sentencia original, mas no así los pies de página. Para ver el texto íntegro de la Sentencia siga el 
siguiente enlace: http://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_289_esp.pdf.
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SENTENCIA

En el caso Espinoza Gonzáles,

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte 
Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes 
jueces:

Humberto Antonio Sierra Porto, Presidente;
Roberto F. Caldas, Vicepresidente; 
Manuel E. Ventura Robles, Juez; 
Eduardo Vio Grossi, Juez, y
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Juez;

presentes además, 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta,

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” 
o “la Convención”) y con los artículos 31, 32, 42, 65 y 67 del Reglamento 
de la Corte (en adelante “el Reglamento”), dicta la presente Sentencia […]:

[…]

VI.  HECHOS

[En el marco del conflicto entre grupos armados y agentes de las fuerzas 
policiales y militares que se vivió en el Perú entre 1980 y 2000, la tortura 
y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes constituyeron una 
práctica sistemática y generalizada y se utilizaron como instrumento de la 
lucha contrasubversiva en el marco de investigaciones criminales por los 
delitos de traición a la patria y terrorismo. En particular, se produjeron nu
merosos actos que configuraron una práctica generalizada y aberrante de 
violación sexual y otras formas de violencia sexual que afectó principalmente 
a las mujeres y se enmarcó en un contexto más amplio de discriminación 
contra la mujer. Dichas prácticas fueron facilitadas por el permanente 
recurso a los estados de emergencia y la legislación antiterrorista vigente 
para la fecha, la cual se caracterizó por la ausencia de garantías mínimas para 
los detenidos, además de disponer, entre otros, la potestad de incomunicar 
a los detenidos y el aislamiento celular. 

En el marco de dicho contexto, el 17 de abril de 1993 Gladys Carol 
Espinoza Gonzáles fue interceptada junto con su pareja sentimental Rafael 
Salgado en Lima por agentes de la División de Investigación de Secuestros 
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(DIVISE) de la Policía Nacional del Perú (PNP), quienes habían montado el 
operativo denominado “Oriente”, a fin de dar con los autores del secuestro de 
un empresario. Ambos fueron trasladados a las instalaciones de la DIVISE y, 
al día siguiente, Gladys Espinoza fue trasladada a instalaciones de la Dirección 
Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE). En dichas instalaciones, a 
la madre de Gladys Espinoza, Teodora Gonzáles le negaron que aquella 
estuviera detenida y no le permitieron verla sino hasta aproximadamente 
tres semanas después. El 26 de abril de 1993 Teodora Gonzáles presentó 
un escrito ante la 14a Fiscalía Especial de Terrorismo, mediante el cual 
solicitó la intervención de un médico legista para verificar la vida y estado 
de salud de su hija. Dos días después, el entonces Coordinador General 
de la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) denunció ante la 
Fiscalía Especial de Defensoría del Pueblo y Derechos Humanos, y ante la 
Fiscalía de la Nación, Ministerio Público, que Gladys Espinoza había sido 
sometida a abuso sexual y maltratos físicos, entre otros, los cuales tendrían 
una secuencia desde el día de la detención. Durante su permanencia en la 
DINCOTE Gladys Espinoza fue objeto de atención y tratamiento médico. 
Al respecto, se emitieron al menos cinco exámenes, informes y certificados 
médicos, en los cuales se certificó la presencia de lesiones y hematomas en 
diversas partes del cuerpo. 

El 25 de junio de 1993 el Juez Instructor Militar Especial condenó a 
Gladys Espinoza como autora del delito de traición a la patria. El 17 de 
febrero de 2003 la Sala Penal Superior de la Corte Suprema declaró nulo 
todo lo actuado en el proceso penal seguido ante el Fuero Militar por delito 
de traición a la patria. El 1 de marzo de 2004 la Sala Nacional de Terrorismo 
dictó Sentencia, mediante la cual condenó a Gladys Espinoza por el delito 
contra la Tranquilidad Pública – Terrorismo. El 24 de noviembre de 2004 
la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia impuso a Gladys 
Espinoza la pena privativa de libertad de 25 años a vencer el 17 de abril 
de 2018. Gladys Espinoza ha permanecido en diversos establecimientos 
penitenciarios en el Perú y actualmente continúa recluida. Entre 1996 y 
2001 permaneció en el Establecimiento Penal de Yanamayo. 

En el marco de los referidos procesos penales y en diversas oportunidades, 
Gladys Espinoza relató, ante autoridades del Perú, que fue víctima de actos 
de violencia durante su detención, así como de actos de tortura, violación 
y otras formas de violencia sexual durante el tiempo en que permaneció en 
las instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE. A su vez, en el año 2004 se 
realizó a Gladys Espinoza un “Protocolo de Reconocimiento Médico Legal 
para la Detección de Lesiones Resultantes de Tortura en Personas Vivas”. 

A pesar de las numerosas denuncias formuladas desde 1993 en adelante, 
y de los informes médicos que constataban su estado de salud, no hubo 
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investigación alguna sobre los alegados actos de violencia, y en particular de 
violencia sexual, perpetrados en contra de Gladys Espinoza. Fue recién el 
8 de junio de 2011 cuando la Comisión Interamericana notificó al Perú el 
Informe de Admisibilidad y Fondo No. 67/11 correspondiente al presente 
caso, que se puso en marcha el procedimiento que llevó a la investigación 
a cargo de la Tercera Fiscalía Penal Supraprovincial de Lima, la cual dio 
inició el 16 de abril de 2012. Una vez realizadas las diligencias investigativas 
correspondientes en el marco de las cuales el Instituto de Medicina Legal 
elaboró el 7 de enero de 2014 un “Protocolo de Investigación de Tortura 
o Tratos Crueles Inhumanos o Degradantes” respecto de Gladys Espinoza, 
el 30 de abril de 2014 el Fiscal formalizó la denuncia penal ante el Juzgado 
Penal Nacional de Turno de Lima, y el 20 de mayo de 2014, el Primer 
Juzgado Penal Nacional emitió auto de procesamiento, mediante el cual 
promovió la acción penal en contra de varias personas por los delitos de 
secuestro, violación sexual y tortura.]

VIII.  FONDO

[…]

B.  Consideraciones de la Corte

106.  En su jurisprudencia, la Corte ya ha establecido que el artículo 7 de 
la Convención Americana tiene dos tipos de regulaciones bien diferenciadas 
entre sí, una general y otra específica. La general se encuentra en el primer 
numeral: “[t]oda persona tiene el derecho a la libertad y a la seguridad 
personales”. Mientras que la específica está compuesta por una serie de 
garantías que protegen el derecho a no ser privado de la libertad ilegalmente 
(artículo 7.2) o arbitrariamente (artículo 7.3), a conocer las razones de la 
detención y los cargos formulados en contra del detenido (artículo 7.4), al 
control judicial de la privación de la libertad (artículo 7.5) y a impugnar 
la legalidad de la detención (artículo 7.6)2. Cualquier violación de los 
numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención acarreará necesariamente 
la violación del artículo 7.1 de la misma3. En este punto, cabe señalar que la 
Comisión alegó que la detención de Gladys Espinoza fue arbitraria, ya que 
se había realizado mediando insultos, golpes y amenazas por parte de las 
autoridades estatales y sin que el Estado presentara una explicación sobre la 

2.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 51, y Caso de Personas Dominicanas 
y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 346.
3.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 54, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas 
Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 346.
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estricta necesidad y proporcionalidad a la luz de los estándares que regulan 
el uso de la fuerza. En respuesta, el Estado argumentó que la resistencia a la 
detención y, como consecuencia, un forcejeo entre los oficiales y las personas 
detenidas, no puede llegar a concluir que se haya producido un acto de 
violencia que implique una detención arbitraria. Habida cuenta de que la 
Corte ha analizado el uso de la fuerza en contra de personas detenidas en 
el marco del artículo 5 de la Convención Americana, la Corte realizará las 
determinaciones fácticas y jurídicas correspondientes en el capítulo VIII.2, 
relativo a las alegadas violaciones a la integridad personal de la señora Gladys 
Espinoza.

[…]

B.1.  �Artículo 7.2 de la Convención Americana (derecho a no ser 
privado de la libertad ilegalmente) en relación con el artículo 1.1 
del mismo instrumento

108.  El artículo 7.2 de la Convención Americana establece que “nadie 
puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 
fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes 
o por las leyes dictadas conforme a ellas”. La Comisión y los representantes 
sostuvieron que la detención de Gladys Espinoza fue ilegal debido a que 
se realizó sin orden judicial y sin flagrancia, infringiendo así la normativa 
interna al respecto. El Estado sostuvo que esos requisitos no eran necesarios 
porque se estaba dentro de un estado de emergencia y de suspensión de 
garantías; asimismo sostuvo que en la detención de la presunta víctima 
habían existido suficientes elementos de juicio que habrían configurado 
una situación de flagrancia de un delito de ejecución continuada como 
lo sería el de terrorismo. No obstante, en sus alegatos finales el Estado 
retiró la argumentación relativa a la presunta flagrancia, sosteniendo que 
al momento de los hechos de la detención de la presunta víctima estaba 
vigente un estado de emergencia y suspensión de garantías que hacía 
posible privar de la libertad a una persona sin que existiera orden judicial o 
flagrante delito, siempre que se respetasen los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, y que “no debería estar en debate si hubo o no flagrancia” 
pues “el grupo terrorista llevaba a cabo secuestros” que serían hechos que se 
relacionan con el objeto de la suspensión de garantías. Habida cuenta del 
retiro de ese argumento por parte del Perú, sólo corresponde que la Corte 
se pronuncie acerca de los argumentos relativos a la suspensión de garantías.

109.  La Corte ha señalado que al remitir a la Constitución y leyes 
establecidas “conforme a ellas”, el estudio de la observancia del artículo 7.2 
de la Convención implica el examen del cumplimiento de los requisitos 
establecidos tan concretamente como sea posible y “de antemano” en dicho 
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ordenamiento en cuanto a las “causas” y “condiciones” de la privación de la 
libertad física. Si la normativa interna, tanto en el aspecto material como 
en el formal, no es observada al privar a una persona de su libertad, tal 
privación será ilegal y contraria a la Convención Americana4, a la luz del 
artículo 7.2. 

110.  Debe examinarse con carácter previo la objeción de la Comisión 
según la cual se habría configurado una situación de estoppel, porque el 
argumento relativo a la suspensión de garantías no fue formulado por el 
Estado durante el trámite ante la Comisión, sino recién durante el pro
cedimiento ante la Corte, y porque tampoco fue mencionado en el Informe 
de la Comisión. Al respecto, si bien en el Informe de Admisibilidad y Fondo 
la Comisión no habló propiamente de una suspensión de garantías, es claro 
que los elementos que se establecieron sí plantearon dicho debate, el cual es 
parte del marco fáctico del caso. De los párrafos 76, 77 y 106 del referido 
informe se desprende que el Estado planteó y reconoció la existencia de “una 
legislación de emergencia contra el terrorismo” que se encontraba vigente 
al momento de los hechos del caso. Por su parte, la Comisión se refirió a la 
conformación del denominado “Gobierno de Emergencia y Reconstrucción 
Nacional” y a la existencia de la “legislación antiterrorista adoptada a partir 
de 1992”. Por tanto, la Corte determina que no se ha configurado una 
situación de estoppel y tendrá en cuenta los argumentos sobre la suspensión 
de garantías. 

111.  En anteriores oportunidades la Corte ha conocido casos en 
contra del Perú en los cuales se alegó la existencia de una suspensión de 
garantías, o bien, la aplicación de los Decretos Supremos 25.475, 25.744 
y 25.659. En esos casos, no se hizo un cuestionamiento general sobre la 
alegada suspensión de garantías frente el alcance de la alegada violación al 
derecho a ser detenido solamente por orden judicial o en flagrante delito5. 
Tal cuestionamiento se ha hecho en el presente caso. La Comisión y los 
representantes argumentaron que no alcanza con alegar “la existencia 
genérica de un estado de excepción”, pues la detención de Gladys Espinoza 
no habría sido compatible con los requisitos de legalidad, excepcionalidad, 
necesidad y temporalidad de una suspensión de garantías. En consecuencia, 
es preciso analizar ese cuestionamiento. 

[…]

4.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 57, y Caso J. Vs. Perú, párr. 126.
5.  Cfr. Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C No. 274, y Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C No. 275.
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B.1.2.  La suspensión de garantías y sus límites

116.  La Comisión y los representantes argumentaron que no alcanza 
con alegar “la existencia genérica de un estado de excepción”, pues la 
detención de Gladys Espinoza no habría sido compatible con los requisitos 
de legalidad, excepcionalidad, necesidad y temporalidad de una suspensión 
de garantías.

117.  El artículo 27.1 de la Convención contempla distintas situaciones. 
Las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben 
ser ajustadas a “las exigencias de la situación”, resultando claro que lo 
permisible en unas de ellas podría no serlo en otras. La juridicidad de las 
medidas que se adopten para enfrentar cada una de las situaciones especiales 
a las que se refiere el artículo 27.1 dependerá entonces, del carácter, inten
sidad, profundidad y particular contexto de la emergencia, así como de 
la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las medidas adoptadas 
respecto de ella6. En esta línea, si bien la Corte ha señalado que el Estado tiene 
el derecho y la obligación de garantizar su seguridad y mantener el orden 
público, su poder no es ilimitado, pues tiene el deber, en todo momento, de 
aplicar procedimientos conformes a derecho y respetuosos de los derechos 
fundamentales a todo individuo que se encuentre bajo su jurisdicción7. 
Por ello, el artículo 27.18 de la Convención permite la suspensión de las 
obligaciones que establece, “en la medida y por el tiempo estrictamente 
limitados a las exigencias de la situación” de que se trate. Las disposiciones 
que se adopten no deben violar otras obligaciones internacionales del Estado 
Parte, ni deben entrañar discriminación alguna fundada en motivos de raza, 

6.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A No. 8, párr. 22, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 139.
7.  Cfr. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, 
párr. 174, y Caso J. Vs. Perú, párr. 124.
8.  El artículo 27 de la Convención, sobre suspensión de garantías, establece que: “1. En caso de guerra, de 
peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá 
adoptar disposiciones que, en la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, 
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales disposiciones no sean 
incompatibles con las demás obligaciones que les impone el derecho internacional y no entrañen discriminación 
alguna fundada en motivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 2. La disposición precedente no 
autoriza la suspensión de los derechos determinados en los siguientes artículos: 3 (Derecho al Reconocimiento 
de la Personalidad Jurídica); 4 (Derecho a la Vida); 5 (Derecho a la Integridad Personal); 6 (Prohibición de la 
Esclavitud y Servidumbre); 9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 12 (Libertad de Conciencia y de 
Religión); 17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 19 (Derechos del Niño); 20 (Derecho a la 
Nacionalidad), y 23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la protección de tales 
derechos. 3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar inmediatamente a los 
demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado 
la suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión”.
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color, sexo, idioma, religión u origen social9. Ello implica entonces, que tal 
prerrogativa debe ser ejercida e interpretada, al tenor además, de lo previsto 
en el artículo 29.a) de la Convención10, como excepcional y en términos 
restrictivos. Adicionalmente, el artículo 27.3 establece el deber de los Estados 
de “informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los 
Estados Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, 
de los motivos que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya 
dado por terminada tal suspensión”. 

118.  Primeramente, la Corte nota que en el acervo probatorio del 
presente caso consta que mediante nota de 12 de julio de 1993 la Repre
sentación Permanente del Perú ante la Organización de Estados Americanos 
(OEA) habría remitido únicamente a la Secretaría Ejecutiva de la Comisión 
Interamericana, “copia de los Decretos Supremos promulgados por el 
Gobierno del Perú entre el 19 de enero y el 19 de junio [de 1993]”. En 
consecuencia, no se tienen elementos para analizar si el Estado cumplió 
con el referido deber de informar por conducto del Secretario General de la 
OEA la suspensión de garantías.

119.  Por otro lado, tal como ha sido indicado, la detención de Gladys 
Espinoza se enmarcó en el contexto de un conflicto entre grupos armados 
y agentes de las fuerzas policiales y militares, y la vigencia en el Perú de un 
decreto aplicable al ámbito geográfico que prorrogó el estado de emergencia 
decretado y suspendió determinadas garantías constitucionales, entre otros, 
el derecho a ser detenido solamente por orden judicial o en flagrante delito. 
La Corte advierte que la Convención permite la suspensión de garantías 
únicamente en caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que 
amenace la independencia o seguridad del Estado Parte11, y que no existe 
una prohibición convencional de suspender dicho derecho temporalmente 
y en cumplimiento de ciertas salvaguardas12. 

120.  Sin perjuicio de lo anterior, la Corte ha señalado que la suspensión 
de garantías no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y que 
resulta ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos 
límites que deben estar precisamente señalados en las disposiciones que 

9.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), párr. 19, y Caso J. Vs. Perú, párr. 139.
10.  El artículo 29 de la Convención establece, en su parte relevante, que: “[n]inguna disposición de la presente 
Convención puede ser interpretada en el sentido de: a) permitir a alguno de los Estados Partes, grupo o persona, 
suprimir el goce y ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención o limitarlos en mayor 
medida que la prevista en ella”.
11.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), párr. 19, y Caso J. Vs. Perú, párr. 138.
12.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 140, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 120.
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decretan el estado de excepción13. En este sentido, las limitaciones que 
se imponen a la actuación del Estado responden a la necesidad genérica 
de que en todo estado de excepción subsistan medios idóneos para el 
control de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se adecuen 
razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan de los límites 
estrictos impuestos por la Convención o derivados de ella14. En efecto, la 
suspensión de garantías constituye una situación excepcional, según la cual 
resulta lícito para el gobierno aplicar determinadas medidas restrictivas a 
los derechos y libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o 
sometidas a requisitos más rigurosos. Esto no significa, sin embargo, que 
la suspensión de garantías comporte la suspensión temporal del Estado 
de Derecho o que autorice a los gobernantes a apartar su conducta de la 
legalidad a la que en todo momento deben ceñirse. Estando suspendidas las 
garantías, algunos de los límites legales de la actuación del poder público 
pueden ser distintos de los vigentes en condiciones normales, pero no deben 
considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, entender que el gobierno 
esté investido de poderes absolutos más allá de las condiciones en que tal 
legalidad excepcional está autorizada15. 

121.  Se desprende que al momento de la detención de Gladys Espinoza 
se había prorrogado el estado de excepción que suspendía, entre otros, el 
derecho a ser detenidos solamente por orden judicial o en flagrante delito. 
Asimismo, se encontraban vigentes las normas de procedimiento aplicables a 
la investigación policial, la instrucción y el juicio de los delitos de terrorismo 
y traición a la patria decretadas el 5 de mayo y 21 de septiembre de 1992. 
Sobre este punto, los representantes y la Comisión no argumentaron que al 
momento los hechos del presente caso no existiera en el Perú una situación 
que requiriera la suspensión de los derechos señalados. Sin perjuicio de ello, 
la Corte observa que, si bien se encontraba suspendido el derecho a ser 
detenido solamente por orden judicial o en flagrante delito, en dichas normas 
de procedimiento se permitió que una persona presuntamente implicada en 
el delito de terrorismo podía ser mantenida en detención preventiva por 
un plazo no mayor de 15 días naturales, los cuales podían ser prorrogados 
por un período igual sin que la persona fuera puesta a disposición de 
autoridad judicial. A su vez, se dispuso la improcedencia de “las Acciones de 
Garantía de los detenidos, implicados o procesados por delito de terrorismo, 

13.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), párr. 38, y Caso J. Vs. Perú, párr. 139.
14.  Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 21, y Caso J. Vs. Perú, 
párr. 139.
15.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), párr. 24, y Caso J. Vs. Perú, párr. 137.
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comprendidos en el Decreto Ley No. 25.475”. La Corte considera que las 
posibles afectaciones a Gladys Espinoza debido la aplicación de las normas 
mencionadas deben ser analizadas a la luz de las garantías contempladas en 
los artículos 7.3, 7.5 y 7.6 de la Convención, por lo que procede a su análisis 
en los sub acápites siguientes.

B.1.3.  Ausencia de un registro adecuado de la detención

122.  La Comisión y los representantes argumentaron la ausencia 
de un registro adecuado de la detención de Gladys Espinoza. La Corte 
ha considerado que toda detención, independientemente del motivo o 
duración de la misma, tiene que ser debidamente registrada en el documento 
pertinente, señalando con claridad las causas de la detención, quién la 
realizó, la hora de detención y la hora de su puesta en libertad, así como la 
constancia de que se dio aviso al juez competente, como mínimo, a fin de 
proteger contra toda interferencia ilegal o arbitraria de la libertad física16. 
La Corte ha establecido que dicha obligación también existe en centros de 
detención policial17. La Corte nota que este deber se encuentra dispuesto en 
una norma interna que no se encontraba suspendida.

123.  Del acervo probatorio consta que, en el Libro de Registro de 
Detenidos proveniente de la Policía Nacional del Perú del Ministerio del 
Interior, con fecha de apertura el 27 de agosto de 1992 y que culmina el 
9 de diciembre de 1996, a folio 90 se encuentra registrado el ingreso de 
Gladys Carol Espinoza Gonzáles. Se desprende de dicho documento que 
únicamente se registró el ingreso a la 01:10 horas del 19 de abril de 1993. 
Es decir, si bien la detención se realizó el 17 de abril de 1993 el ingreso fue 
registrado recién dos días después de ésta, y sin que se haya señalado con 
claridad las causas de la detención, quién la realizó ni la hora de detención. 
Por tanto, la Corte determina que la falta de un registro adecuado de la 
detención de Gladys Carol Espinoza Gonzáles constituye una violación 
del derecho consagrado en el artículo 7.2 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de este instrumento, en perjuicio de Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles.

16.  Cfr. Caso Torres Millacura y otros Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de agosto 
de 2011. Serie C No. 229, párr. 76, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República 
Dominicana, párr. 347.
17.  Cfr. Caso Bulacio Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 18 de Septiembre de 2003. 
Serie C No. 100, párr. 132, y Caso J. Vs. Perú, párr. 152.
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B.2.  �Artículo 7.4 de la Convención Americana (derecho a ser informado 
de las razones de la detención) en relación con el artículo 1.1 del 
mismo instrumento

124.  La Comisión y los representantes argumentaron que Gladys 
Espinoza no fue informada oportunamente de las razones de su detención ni 
de los cargos que se le imputaban. El artículo 7.4 de la Convención Ameri
cana alude a dos garantías para la persona que está siendo detenida: i)  la 
información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la 
notificación, que debe ser por escrito, de los cargos18. La información de los 
“motivos y razones” de la detención debe darse “cuando ésta se produce”, lo 
cual constituye un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbitrarias 
desde el momento mismo de la privación de libertad y, a su vez, garantiza 
el derecho de defensa del individuo19. La Corte ha señalado que el agente 
que lleva a cabo la detención debe informar en un lenguaje simple y libre 
de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esenciales en los que se basa la 
detención y que no se satisface el artículo 7.4 de la Convención si sólo se 
menciona la base legal20. Si la persona no es informada adecuadamente de 
las razones de la detención, incluyendo los hechos y su base jurídica, no 
sabe contra cuál cargo defenderse y, en forma concatenada, se hace ilusorio 
el control judicial21. La Corte nota que este deber se encuentra dispuesto en 
una norma interna que no se encontraba suspendida.

[…]
128.  En razón de que no se le informó de las razones de la detención ni se 

le notificaron los cargos formulados según los estándares convencionales, la 
Corte determina que se vulneró el artículo 7.4 de la Convención Americana, 
en relación con el artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles.

B.3.  �Artículos 7.5 y 7.3 de la Convención Americana (derecho al 
control judicial de la detención y derecho a no ser privado de la 
libertad arbitrariamente) en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento

[…]

18.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 106, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas 
Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 369.
19.  Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7 de junio de 2003. Serie C No. 99, párr. 82, y Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela, 
párr. 165.
20.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 71, y Caso J. Vs. Perú, párr.149.
21.  Cfr. Caso Yvon Neptune Vs. Haití. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C 
No. 180, párr. 109, y Caso J. Vs. Perú, párr. 149.
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132.  En definitiva, la Corte no tiene claridad suficiente para establecer 
el período en que se extendió la detención de Gladys Espinoza sin control 
judicial. Por tanto, la Corte considerará, para los efectos de esta Sentencia, 
que Gladys Espinoza permaneció al menos 30 días sin ser presentada 
ante un juez. En los casos Castillo Petruzzi y otros, y Cantoral Benavides, 
la Corte estimó que la legislación peruana, de acuerdo con la cual una 
persona presuntamente implicada en el delito de traición a la patria podía 
ser mantenida en detención preventiva por un plazo de 15 días, prorrogable 
por un período igual, sin ser puesta a disposición de autoridad judicial, 
contradice lo dispuesto por el artículo 7.5 de la Convención, y consideró 
que el período de aproximadamente 36 días transcurrido desde la detención 
y hasta la fecha en que las víctimas fueron puestas a disposición judicial fue 
excesivo y contrario a la Convención22. Por su parte, en el caso J. Vs. Perú la 
Corte consideró que incluso bajo suspensión de garantías no es proporcional 
que la víctima, quien había sido detenida sin orden judicial, permaneciera 
detenida al menos 15 días sin ninguna forma de control judicial por estar 
presuntamente implicada en el delito de terrorismo23. 

133.  Dado que en el presente caso está demostrado que Gladys Espinoza, 
a quien se atribuía estar implicada en el delito de traición a la patria y se 
le aplicó la normativa vigente en la época de los hechos, no fue presentada 
ante un Juez por al menos 30 días, corresponde aplicar las conclusiones a 
que se llegó en los casos indicados en el párrafo anterior. Por otra parte, 
si bien ninguna de las partes cuestionó si el juez de control contaba con 
las garantías de competencia, independencia e imparcialidad, la Corte ha 
señalado que el hecho de que se hubiera puesto a la víctima a disposición 
de un juez penal militar, no satisface las exigencias del artículo 7.5 de la 
Convención24. En consecuencia, la Corte determina que dicha detención, 
sin un control judicial que se ajuste a los estándares convencionales, fue 
contraria al artículo 7.5 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de dicho instrumento, en perjuicio de Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles.

134.  Ahora bien, en otros casos la Corte ha señalado que la prolongación 
de la detención sin que la persona sea puesta a disposición de la autoridad 
competente la transforma en arbitraria25. En razón de ello, considera que 
una vez que se prolongó la detención dada la falta de remisión sin demora 
ante el juez de control y, posteriormente, en razón de la continuación 
de la privación de la libertad por órdenes del juez militar, pasó a ser una 

22.  Cfr. Casos Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, párrs. 110 y 111, y Cantoral Benavides Vs. Perú, párr. 73.
23.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 144.
24.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, párr. 75.
25.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 102, y Caso J. Vs. Perú, párr. 144.
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detención arbitraria. Por tanto, la Corte declara la violación del artículo 7.3, 
en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de 
Gladys Carol Espinoza Gonzáles.

B.4.  �Artículo 7.6 de la Convención Americana (derecho a recurrir ante 
un juez o tribunal competente sobre la legalidad de su detención) 
en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento

135.  La Comisión y los representantes alegaron la violación del artículo 
7.6 de la Convención en perjuicio de Gladys Espinoza debido a que se 
prohibió la presentación de acción de habeas corpus a favor de las personas 
involucradas en procesos por terrorismo o traición a la patria. El artículo 7.6 
de la Convención protege el derecho de toda persona privada de la libertad 
a recurrir la legalidad de su detención ante un juez o tribunal competente, 
a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de la privación de 
libertad y, en su caso, decrete su libertad26. La Corte ha destacado que la 
autoridad que debe decidir la legalidad del arresto o detención debe ser un 
juez o tribunal. Con ello la Convención está resguardando que el control 
de la privación de la libertad debe ser judicial27. Asimismo, ha referido que 
éstos “no solo deben existir formalmente en la legislación sino que deben 
ser efectivos, esto es, cumplir con el objetivo de obtener sin demora una 
decisión sobre la legalidad del arresto o de la detención”28. 

136.  Tal como ha sido reconocido por el Estado, a partir de la entrada en 
vigor del Decreto Ley 25.659 en agosto de 1992, se dispuso la improcedencia 
de “las Acciones de Garantía de los detenidos, implicados o procesados por 
delito de terrorismo, comprendidos en el Decreto Ley No. 25.475”29. La 
Corte advierte que el derecho a recurrir la legalidad de la detención ante un 
juez debe garantizarse en todo momento que la persona esté privada de su 
libertad. Gladys Carol Espinoza Gonzáles estuvo imposibilitada de ejercer 
el recurso de hábeas corpus, si así lo hubiese deseado, ya que durante su 
detención se encontraba en vigencia la referida disposición legal contraria 
a la Convención. Por tanto, como lo ha hecho en otros casos30, la Corte 
determina que a partir de la entrada en vigencia del Decreto Ley No. 25.659 

26.  Cfr. El Hábeas Corpus Bajo Suspensión de Garantías (arts. 27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos), párr. 33, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, 
párr. 375.
27.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 128, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas 
Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 376.
28.  Cfr. Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador, párr. 97, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas 
Vs. República Dominicana, párr. 376.
29.  Cfr. Decreto Ley No. 25.659 de 7 de agosto de 1992 (expediente de prueba, folio 1971).
30.  Cfr. mutatis mutandis, Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, párrs. 52, 54 y 55; Caso Castillo Petruzzi y otros 
Vs. Perú, párrs. 182 a 188; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, párrs. 166 a 170; Caso García Asto y Ramírez Rojas 
Vs. Perú, párrs. 114 y 115, y Caso J. Vs Peru, párr. 171.
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el Estado violó el artículo 7.6 de la Convención, en relación con los artículos 
1.1 y 2 de la misma, en perjuicio de Gladys Carol Espinoza Gonzáles.

B.5.  Conclusión

137.  Por todo lo anterior, la Corte determina que el Estado es 
internacionalmente responsable por la violación, en perjuicio de Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles, de los siguientes artículos, en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana: a) los artículos 7.1 y 7.2 de la 
Convención, por la falta de un registro adecuado de la detención de Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles; b) los artículos 7.1 y 7.4 de la Convención, en 
razón que no se le informó de las razones de la detención ni se le notificaron 
los cargos formulados según los estándares convencionales; c) los artículos 
7.1, 7.3 y 7.5 de la Convención, por la falta de control judicial de la deten
ción por al menos 30 días, que hizo que la detención pasase a ser arbitraria, 
y d) los artículos 7.1 y 7.6 de la Convención, en relación con el artículo 2 
de la misma, debido a la imposibilidad de interponer el recurso de hábeas 
corpus o cualquier otra acción de garantía durante la vigencia del Decreto 
Ley 25.659.

VIII.2.  �DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y PROTECCIÓN 
DE LA HONRA Y DIGNIDAD, Y OBLIGACIÓN DE PREVENIR 
Y SANCIONAR LA TORTURA 

[…]

A.  Estándares generales sobre integridad personal y tortura de 
detenidos

140.  El artículo 5.1 de la Convención consagra en términos generales 
el derecho a la integridad personal, tanto física y psíquica como moral. Por 
su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más específica, la prohibición 
absoluta de someter a alguien a torturas o a penas o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, así como el derecho de toda persona privada de libertad a ser 
tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano31. La 

31.  Cfr. Caso Yvon Neptune Vs. Haití, párr. 129, y Caso J. Vs. Perú, párr. 303. Los principios recogidos en 
el artículo 5.2 de la Convención también están contenidos en los artículos 7 y 10.1 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, los cuales establecen, respectivamente, que “[n]adie será sometido a torturas ni 
a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”, y que “[t]oda persona privada de libertad será tratada 
humanamente y con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano”. Los principios primero y 
sexto del Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión disponen, respectivamente, lo mismo. Por su parte, el artículo 3 del Convenio Europeo 
para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales dispone que “[n]adie podrá 
ser sometido a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes”. Cfr. Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, artículos 7 y 10.1; Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas 
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Corte entiende que cualquier violación del artículo 5.2 de la Convención 
Americana acarreará necesariamente la violación del artículo 5.1 de la 
misma32.

141.  La Corte ha establecido que la tortura y las penas o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes están estrictamente prohibidos por el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos33. La prohibición de la 
tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes es absoluta 
e inderogable, aún en las circunstancias más difíciles, tales como guerra, 
amenaza de guerra, lucha contra el terrorismo y cualesquiera otros delitos, 
estado de sitio o de emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión 
de garantías constitucionales, inestabilidad política interna u otras emer
gencias o calamidades públicas34. Esta prohibición pertenece hoy día al 
dominio del jus cogens internacional35. Los tratados de alcance universal36 
y regional37 consagran tal prohibición y el derecho inderogable a no ser 
sometido a ninguna forma de tortura. Igualmente, numerosos instrumentos 
internacionales consagran ese derecho y reiteran la misma prohibición38, 
incluso bajo el derecho internacional humanitario39.

a cualquier forma de detención o prisión, principios 1 y 6, y Convenio Europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, artículo 3.
32.  Cfr. Caso Yvon Neptune Vs. Haití, párr. 129, y Caso J. Vs. Perú, párr. 303.
33.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, párr. 95, y Caso J. Vs. Perú, párr. 304.
34.  Cfr. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú, párr. 100, y Caso J. Vs. Perú, párr. 304.
35.  Cfr. Caesar Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 de marzo 2005. Serie C No. 123, 
párr. 100, y Caso J. Vs. Perú, párr. 304.
36.  Cfr. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 7; Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, artículo 2; Convención sobre los Derechos del 
Niño, artículo 37, y Convención Internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares, artículo 10.
37.  Cfr. Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, artículos 1 y 5; Carta Africana 
de los Derechos Humanos y de los Pueblos, artículo 5; Carta Africana de los Derechos y Bienestar del Niño, 
artículo 16; Convención de Belém do Pará, artículo 4, y Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos y de las Libertades Fundamentales, artículo 3.
38.  Cfr. Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión, principios 1 y 6; Código de conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, 
artículo 5; Declaración sobre la protección de la mujer y el niño en estados de emergencia o de conflicto armado 
de 1974, artículo 4, y Líneas directrices del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre los derechos 
humanos y la lucha contra el terrorismo, Directriz IV.
39.  Cfr. inter alia, artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra de 1949; Convenio de Ginebra relativo 
al trato debido a los prisioneros de guerra (Convenio III), artículos 49, 52, 87, 89 y 97; Convenio de Ginebra 
relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra (Convenio IV), artículos 40, 51, 95, 96, 
100 y 119; Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de 
las Víctimas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo I), artículo 75.2.a)ii), y Protocolo adicional 
a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados sin carácter internacional (Protocolo II), artículo 4.2.a). Véase, también, Caso Fleury y otros Vs. Haití, 
párr. 71, y Caso J. vs. Perú, párr. 304.
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142.  Por otra parte, la Corte ha señalado que la violación del derecho a 
la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones 
de grado y que abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos 
crueles, inhumanos o degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían 
de intensidad según factores endógenos y exógenos de la persona (duración 
de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que 
deberán ser analizados en cada situación concreta40. Es decir, las características 
personales de una supuesta víctima de tortura o tratos crueles, inhumanos 
o degradantes, deben ser tomadas en cuenta al momento de determinar 
si la integridad personal fue vulnerada, ya que tales características pueden 
cambiar la percepción de la realidad del individuo, y por ende, incrementar 
el sufrimiento y el sentido de humillación cuando son sometidas a ciertos 
tratamientos41.

143.  Para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención 
Americana debe entenderse como “tortura”, de conformidad con la juris
prudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo de tortura 
cuando el maltrato: i) es intencional; ii) cause severos sufrimientos físicos o 
mentales, y iii) se cometa con cualquier fin o propósito42.

B.  La detención de Gladys Espinoza y los hechos ocurridos en las 
instalaciones de la DIVISE y DINCOTE entre abril y mayo de 
1993

[…]

B.2. Consideraciones de la Corte 

148.  A fin de analizar los alegatos planteados por la Comisión y las 
partes, la Corte procederá en primer lugar a establecer los hechos sucedidos 
durante la detención de Gladys Espinoza y su estancia en las instalaciones 
de la DIVISE y la DINCOTE. Para ello, la Corte tomará en cuenta: i) el 
Informe Final de la “CVR”; ii) las declaraciones de Gladys Espinoza rendidas 
desde 1993 hasta el año 2014; iii) los informes elaborados por la DIVISE 
y la DINCOTE en el año 1993 sobre las circunstancias en las que fueron 
detenidos Gladys Espinoza y Rafael Salgado; iv) los certificados médicos y/o 
psicológicos emitidos entre los años 1993 y 2014, en su mayoría elaborados 
por médicos legistas del Estado, así como el peritaje de la psicóloga Ana 
Deutsch rendido ante la Corte; v) los testimonios de Lily Cuba y Manuel 

40.  Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, párr. 57, y Caso J. Vs. Perú, párr. 362.
41.  Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 127, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 362.
42.  Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C 
No. 164, párr. 79, y Caso J. vs. Perú, párr. 364.
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Espinoza Gonzáles, rendidos ante la Corte Interamericana, y vi) la alegada 
falta de investigación de los hechos mencionados. Lo anterior, en vista del 
contexto en el cual se enmarcan los hechos, ya establecido por la Corte. Una 
vez establecidos los hechos sucedidos, la Corte procederá a la calificación 
jurídica de los mismos y, en su caso, a determinar si el Estado incurrió en 
violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana y la 
CIPST.

149.  En este sentido, la Corte considera relevante recordar los estándares 
que ha utilizado para la valoración de la prueba en este tipo de casos. Al 
respecto, en cuanto a las declaraciones rendidas por presuntas víctimas, la 
Corte ha considerado que éstas suelen abstenerse, por temor, de denunciar 
hechos de tortura o malos tratos, sobre todo si se encuentran detenidas en 
el mismo recinto donde estos ocurrieron43, y que no resulta razonable exigir 
que las víctimas de tortura manifiesten todos los presuntos maltratos que 
habrían sufrido en cada oportunidad que declaran.

150.  En lo que respecta casos de alegada violencia sexual, la Corte 
ha señalado que las agresiones sexuales se caracterizan, en general, por 
producirse en ausencia de otras personas más allá de la víctima y el agresor 
o los agresores. Dada la naturaleza de estas formas de violencia, no se 
puede esperar la existencia de pruebas gráficas o documentales y, por ello, 
la declaración de la víctima constituye una prueba fundamental sobre el 
hecho44. Asimismo, al analizar dichas declaraciones se debe tomar en cuenta 
que las agresiones sexuales corresponden a un tipo de delito que la víctima no 
suele denunciar45, por el estigma que dicha denuncia conlleva usualmente. 
La Corte, igualmente, ha tenido en cuenta que las declaraciones brindadas 
por las víctimas de violencia sexual se refieren a un momento traumático 
de ellas, cuyo impacto puede derivar en determinadas imprecisiones al 
recordarlos46. Por ello, la Corte ha advertido que las imprecisiones en decla
raciones relacionadas a violencia sexual o la mención de algunos de los 
hechos alegados solamente en algunas de éstas no significa que sean falsas o 
que los hechos relatados carezcan de veracidad47.

151.  Por otro lado, la Corte recuerda que la evidencia obtenida a través 
de los exámenes médicos tiene un rol crucial durante las investigaciones 

43.  Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 92, y Caso J. Vs. Perú, párr. 337.
44.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros.Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 30 de agosto de 2010. Serie C No. 215, párr. 100, y Caso J. Vs. Perú, párr. 323.
45.  Cfr. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 
de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 95, y Caso J. Vs. Perú, párr. 323.
46.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 325. En sentido similar, véase Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 105, 
y Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, párr. 91.
47.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 113, y Caso J. Vs. Perú, párr. 325.
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realizadas contra los detenidos y en los casos cuando estos alegan maltrato48. 
En este sentido, los alegatos de maltratos ocurridos en custodia policial son 
extremadamente difíciles de sustanciar para la víctima si ésta estuvo aislada 
del mundo exterior, sin acceso a médicos, abogados, familia o amigos quienes 
podrán apoyar y reunir la evidencia necesaria49. Por tanto, corresponde a 
las autoridades judiciales el deber de garantizar los derechos del detenido, 
lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que pueda 
acreditar los actos de tortura, incluyendo exámenes médicos50. 

152.  Adicionalmente, es importante destacar que en los casos en los que 
existen alegatos de supuestas torturas o malos tratos, el tiempo transcurrido 
para la realización de las correspondientes pericias médicas es esencial para 
determinar fehacientemente la existencia del daño, sobre todo cuando no 
se cuenta con testigos más allá de los perpetradores y las propias víctimas 
y, en consecuencia, los elementos de evidencia pueden ser escasos. De ello 
se desprende que para que una investigación sobre hechos de tortura sea 
efectiva, la misma deberá ser efectuada con prontitud.51 Por tanto, la falta 
de realización de un examen médico de una persona que se encontraba bajo 
la custodia del Estado, o la realización del mismo sin el cumplimiento de 
los estándares aplicables, no puede ser usado para cuestionar la veracidad 
de los alegatos de maltrato de la presunta víctima52. Igualmente, la ausencia 
de señales físicas no implica que no se han producido maltratos, ya que es 
frecuente que estos actos de violencia contra las personas no dejen marcas ni 
cicatrices permanentes53.

153.  En el mismo sentido, en casos donde se alegue agresiones sexuales, 
la falta de evidencia médica no disminuye la veracidad de la declaración de 
la presunta víctima54. En tales casos, no necesariamente se verá reflejada la 

48.  Cfr. TEDH, Caso Korobov Vs. Ucrania, No. 39598/03. Sentencia de 21 de julio de 2011, párr. 69, TEDH, 
Caso Salmanoğlu y Polattaş Vs. Turquía, No. 15828/03. Sentencia de 7 de marzo de 2009, párr. 79, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 333.
49.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 333. Asimismo, TEDH, Caso Aksoy Vs. Turquía, No. 21987/93. Sentencia de 
18 de diciembre de 1996, párr. 97, y TEDH, Caso Eldar Imanov y Azhdar Imanov Vs. Rusia, No. 6887/02. 
Sentencia de 16 de diciembre de 2010, párr. 113.
50.  Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 92, y Caso J. Vs. Perú, párr. 333. Véase también, Naciones Unidas, 
Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos, Protocolo de Estambul (Manual para la investigación 
y documentación eficaces de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes), Nueva York y 
Ginebra, 2001, párr. 77, y TEDH, Caso Eldar Imanov y Azhdar Imanov Vs. Rusia, párr. 113.
51.  Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie 
C No. 164, párr. 111, Caso J. Vs. Perú, párr. 333, y Protocolo de Estambul, párr. 104.
52.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 333; En sentido similar, véase TEDH, Caso Tekín Vs. Turquía, No. 41556/98. 
Sentencia de 9 de junio 1998, párr. 41; TEDH, Türkan Vs. Turquía, No. 33086/04. Sentencia de 18 de 
septiembre de 2008, párr. 43, y TEDH, Korobov Vs. Ucrania, párr. 68.
53.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 329, y Protocolo de Estambul, párr. 161.
54.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 333, Tribunal Penal Internacional para Ruanda, Fiscalía Vs. Jean-Paul Akayesu, 
Sentencia de 2 de septiembre de 1998, caso No. ICTR-96-4-T, párrs. 134 y 135; Tribunal Penal Internacional 
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ocurrencia de violencia o violación sexual en un examen médico, ya que no 
todos los casos de violencia y/o violación sexual ocasionan lesiones físicas o 
enfermedades verificables a través de dichos exámenes55.

154.  Las características que deben ostentar las declaraciones recabadas 
y los exámenes practicados una vez el Estado cuenta con indicios de que 
una persona ha sido sometida a actos de tortura y/o violencia sexual serán 
analizadas por la Corte en el capítulo VIII.4 relativo a la alegada violación 
del derecho a las garantías y la protección judiciales en perjuicio de Gladys 
Espinoza. No obstante, como se mencionó en el presente capítulo se 
valorarán las declaraciones y evaluaciones médicas y psicológicas que obran 
en el expediente con el fin de determinar lo sucedido a la presunta víctima. 

[…]

B.2.7.  Determinación de los maltratos ocurridos

179.  Tomando en cuenta el contexto establecido por la Corte en 
cuanto a la práctica de detenciones, tortura, tratos crueles, inhumanos y 
degradantes, así como de violencia y violación sexual en contra de mujeres, 
perpetrada por agentes estatales como parte de la lucha contrasubversiva 
en el Perú, la Corte considera que, de: i) el informe Final de la CVR; ii las 
declaraciones de Gladys Espinoza rendidas desde 1993 hasta el año 2014; 
iii)  los referidos informes elaborados por la DIVISE y la DINCOTE en 
el año 1993; iv) los mencionados certificados e informes médicos y/o 
psicológicos emitidos entre los años 1993 y 2014; v) los testimonios de 
Manuel Espinoza Gonzáles y Lily Cuba, y vi) la falta de investigación de 
los hechos del caso, resulta suficientemente acreditado que, al momento 
de la detención inicial de la señora Gladys Espinoza, ésta se encontraba 
junto a Rafael Salgado en una moto, cuando, entre sonidos de disparos, fue 
agredida físicamente por funcionarios estatales desconocidos, recibiendo un 
golpe en la parte posterior de la cabeza, entre otros, con el fin de forzarla al 
vehículo donde fue trasladada a instalaciones de la DIVISE mientras recibía 
amenazas de muerte en contra de ella y su familia y de ser infectada con “el 

para la ex Yugoslavia, Fiscalía Vs. Anto Furundzija, Sentencia de 10 de diciembre de 1998, caso No. IT-95-
17/1-T, párr. 271; Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Fiscalía Vs. Tadić, Sentencia de apelación 
15 de julio de 1999, caso No. IT-94-1-A, párr. 65; Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Fiscalía 
Vs. Zejnil Delalic, Zdravko Mucic, Hazim Delic y Esad Landzo (“Celebici camp”), Sentencia de apelación 20 de 
febrero de 2001, caso No. IT-96-21, párrs. 504 y 505. En el mismo sentido, los artículos 96 de los Reglamentos 
de Procedimiento y Prueba del Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia y del Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda establecen que en los casos de agresiones sexuales no se requerirá corroboración del 
testimonio de la víctima.
55.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 124, y Caso J. Vs. Perú, párr. 329. Véase también, 
TEDH, M.C. Vs. Bulgaria, No. 39272/98. Sentencia de 4 de diciembre de 2003, párr. 166. 
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SIDA”, y mientras escuchaba que amenazaban a su compañero con que “los 
20 iban a pasar por ella” si él no hablaba.

180.  Asimismo, la Corte encuentra suficientemente acreditado que, 
durante su permanencia en instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE en 
abril y mayo de 1993, Gladys Espinoza fue vendada, interrogada con relación 
al secuestro de un empresario, desnudada forzosamente, amenazada de que 
la matarían a ella y a su familia, de que la desaparecerían y de ser contagiada 
con “el SIDA”, y agredida físicamente en reiteradas oportunidades y de 
distintas formas, entre ellas, mediante golpes en todo su cuerpo, inclusive 
en las plantas de los pies, la región lumbar y la cabeza. Además fue atada y 
colgada, y su cabeza fue sumergida en aguas fecales. También escuchó los 
gritos de su pareja sentimental, Rafael Salgado. En el mismo sentido, la 
Corte considera probado que la señora Espinoza Gonzáles fue objeto de 
manoseos, penetración vaginal y anal con manos y, en este último caso, 
también con un objeto. Asimismo, le jalaron los senos y vellos púbicos y 
uno de sus agresores intentó meterle el pene en su boca. 

181.  Por otro lado, el Estado no controvirtió que la señora Espinoza 
Gonzáles permaneció incomunicada algún tiempo en la DIVISE y la 
DINCOTE. Al respecto, es un hecho probado que la señora Teodora 
Gonzáles acudió a las instalaciones de la DINCOTE por primera vez 
porque el 23 de abril de 1993 un agente policial le había comunicado que su 
hija se encontraba ahí en grave estado de salud. La Corte recuerda, además, 
que inicialmente las autoridades de la DINCOTE les negaron que ésta se 
encontraba ahí, permitiéndoles acceso a ella dos semanas después y solo por 
unos minutos. El 7 de mayo de 1993 la señora Espinoza rindió declaración 
en presencia del Instructor de una de las Oficinas de la DINCOTE y de su 
abogada. Asimismo, es pertinente señalar que el Informe Final de la CVR 
hace referencia a la práctica de incomunicación durante el conflicto armado. 
En efecto, la CVR, citando a la Coordinadora Nacional de Derechos 
Humanos en su Informe Tortura de 1993-1994, señaló que “prácticamente 
todos los detenidos en aplicación de la legislación especial antiterrorista 
habían sido incomunicados, restringidos en su derecho de defensa y sujetos 
a la decisión de la propia policía para establecer su situación jurídica, es 
decir, a qué fuero debía[n] ser conducidos (militar o civil)”. En efecto, la 
Corte recuerda que el artículo 12.d del Decreto Ley No. 25.475, vigente 
al momento de los hechos en cuestión, autorizaba a la Policía Nacional a 
disponer la incomunicación absoluta de los detenidos. Por todo lo anterior, 
la Corte considera acreditado que la señora Gladys Carol Espinoza Gonzáles 
no pudo comunicarse con su familia sino hasta aproximadamente tres 
semanas después de su detención.
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182.  Adicionalmente, la Corte recuerda que la detención de la señora 
Gladys Espinoza se realizó sin que mediara orden judicial y sin que fuera 
sometida a control judicial por al menos 30 días. Estas condiciones en las 
que se realizó la detención favorecen la conclusión de la ocurrencia de los 
hechos alegados por aquélla. Tal como lo ha hecho en otras oportunidades56, 
la Corte observa que llegar a una conclusión distinta, implicaría permitir 
al Estado ampararse en la negligencia e inefectividad de la investigación y 
la situación de impunidad en la que permanecen los hechos del caso, para 
sustraerse de su responsabilidad. 

B.2.8.  Calificación jurídica de los hechos 

183.  Una vez establecidos los hechos, la Corte procederá a realizar la 
calificación jurídica de lo sucedido durante la detención inicial de Gladys 
Espinoza el 17 de abril de 1993 y durante su permanencia en las instalaciones 
de la DIVISE y la DINCOTE entre abril y mayo de 1993. 

184.  En primer lugar, la Corte ha indicado que todo uso de la fuerza que 
no sea estrictamente necesario por el propio comportamiento de la persona 
detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en violación del 
artículo 5 de la Convención Americana57. En el presente caso, el Estado 
no ha demostrado que la fuerza utilizada al momento de la detención de 
la señora Espinoza Gonzáles fue necesaria, por lo que el Tribunal considera 
que se violó su derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5.1 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma.

185.  En segundo lugar, la Corte recuerda que se ha conformado un 
régimen jurídico internacional de prohibición absoluta de todas las formas 
de tortura, tanto física como psicológica, y respecto de esta última, se ha 
reconocido que las amenazas y el peligro real de someter a una persona a 
graves lesiones físicas produce, en determinadas circunstancias, una angustia 
moral de tal grado que puede ser considerada “tortura psicológica”58. Para 
la Corte es evidente que, dado el contexto de violencia en la época, tanto 
por parte de grupos subversivos como por agentes estatales, el hecho de que 
personas desconocidas hayan detenido a la señora Espinoza entre sonidos 
de disparos, la hayan golpeado en la cabeza, entre otros, a fin de subirla a 
un vehículo junto a su pareja sentimental, quien estaba ensangrentado, y 
donde recibió amenazas de muerte en contra de ella y de su familia y de 
que sería “contagiada con el SIDA [sic]”, y escuchó que veinte hombres 
iban a “pasar por ella”, necesariamente le provocó a aquélla sentimientos 

56.  Cfr. Caso Kawas Fernández Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de abril de 2009. 
Serie C No. 196, párr. 97, y Caso J. Vs. Perú, párr. 356.
57.  Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, párr. 57, y Caso J. Vs. Perú, párr. 363.
58.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú, párr. 102, y Caso J. Vs. Perú, párr. 364.
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profundos de angustia, miedo y vulnerabilidad. De este modo, dichos 
hechos constituyeron, además de una vulneración a su integridad física, una 
forma de tortura psicológica, en violación de los artículos 5.1 y 5.2 de la 
Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma, en 
perjuicio de Gladys Espinoza.

186.  En tercer lugar, en cuanto a los hechos ocurridos en instalaciones 
de la DIVISE y la DINCOTE, en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos se ha establecido que la incomunicación debe ser excepcional y 
que su uso durante la detención puede constituir un acto contrario a la 
dignidad humana59, dado que puede generar una situación de extremo 
sufrimiento psicológico y moral para el detenido60. En el mismo sentido, 
desde sus primeras sentencias la Corte Interamericana ha considerado que 
el aislamiento y la incomunicación prolongados representan, por sí mismos, 
formas de trato cruel e inhumano, lesivos de la integridad psíquica y moral 
de la persona y del derecho de todo detenido al respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano61. Los Estados además deben garantizar que las 
personas privadas de la libertad puedan contactar a sus familiares62. La Corte 
recuerda que la incomunicación es una medida excepcional para asegurar los 
resultados de una investigación y que solo puede aplicarse si es decretada de 
acuerdo con las condiciones establecidas de antemano por la ley63.

187.  La Corte considera que el plazo de aproximadamente tres semanas 
sin que la señora Espinoza tuviera acceso a su familia constituyó un período 
prolongado de incomunicación. Por otro lado, la Corte ya estableció que la 
detención de la señora Espinoza Gonzáles fue ilegal. Al respecto, la Corte ha 
señalado que basta con que una detención ilegal haya durado breve tiempo 
para que se configure, dentro de los estándares del derecho internacional de 
los derechos humanos, una conculcación a la integridad psíquica y moral, y 
que cuando se presentan dichas circunstancias es posible inferir, aun cuando 
no mediaran otras evidencias al respecto, que el trato que la víctima recibió 
durante su incomunicación fue inhumano y degradante64. Por tanto, dicho 
período de incomunicación constituyó una violación de los artículos 5.2 
y 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, en perjuicio de Gladys Espinoza. 

188.  Finalmente, a fin de establecer si los hechos ocurridos a la 
señora Gladys Espinoza dentro de las instalaciones de la DIVISE y de la 

59.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, párr. 82, y Caso J. Vs. Perú, párr. 376. 
60.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 90, y Caso J. Vs. Perú, párr. 376.
61.  Cfr. Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala, párr. 87, y Caso J. Vs. Perú, párr. 376.
62.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 376. Véase, además, Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, 
Oficial de Ghazi Suleiman Vs. Sudán, Comunicaciones Nos. 222/98 y 229/99 (2003), párr. 44.
63.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 89, y Caso J. Vs. Perú, párr. 378.
64.  Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, párr. 98, y Caso Maritza Urrutia Vs. Guatemala, párr. 87.
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DINCOTE en abril y mayo de 1993, mencionados constituyeron actos de 
tortura, la Corte determinará si se trataron de actos: i) intencionales, ii) que 
causaron severos sufrimientos físicos o mentales, y iii) fueron cometidos con 
cualquier fin o propósito.

189.  Dada su naturaleza, repetición y extensión en el tiempo, para la 
Corte es evidente que las agresiones físicas y psicológicas sufridas por la 
señora Gladys Espinoza, incluyendo fuertes golpes por todo el cuerpo, haber 
sido colgada, inmersiones en aguas putrefactas y amenazas de muerte en 
contra de ella y su familia, fueron intencionales. En cuanto a la severidad del 
sufrimiento padecido, la Corte recuerda que, en sus declaraciones, la señora 
Espinoza señaló que escuchaba los gritos de dolor de su pareja sentimental, 
que se desmayó en varias ocasiones, que sentía que se salía de su cuerpo, ya 
que había “traspasado los límites del dolor”, y que pedía que la mataran. 
Al respecto, la Corte nota que la psicóloga Carmen Wurst identificó la 
pérdida de la conciencia y la despersonalización como sistemas protectores 
desplegados frente a tales actos. Por último, en cuanto a la finalidad, los 
hechos mencionados fueron ocasionados a la señora Espinoza en el marco 
de una situación en la que los agentes de la DIVISE y la DINCOTE la 
interrogaron repetidamente sobre el paradero del señor Furukawa tras su 
secuestro. Sin descartar la eventual concurrencia de otras finalidades, la Corte 
considera probado que, en el presente caso, la violencia física y psicológica 
infligida tuvo la finalidad específica de conseguir información respecto del 
MRTA y el presunto secuestro mencionado, así como de castigarla al no 
proporcionar la información solicitada. 

190.  Ahora bien, en cuanto a los actos de naturaleza sexual ocasionados 
a la señora Espinoza durante su permanencia en la DIVISE y la DINCOTE, 
la Corte recuerda, como lo señala la Convención de Belém do Pará, que la 
violencia contra la mujer no solo constituye una violación de los derechos 
humanos, sino que es “una ofensa a la dignidad humana y una manifestación 
de las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, 
que “trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su 
clase, raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad 
o religión y afecta negativamente sus propias bases”65. 

191.  Siguiendo la línea de la normativa y la jurisprudencia internacionales 
y tomando en cuenta lo dispuesto en la Convención de Belém do Pará, la 
Corte ha considerado que la violencia sexual se configura con acciones de 
naturaleza sexual que, además de comprender la invasión física del cuerpo 
humano, pueden incluir actos que no involucren penetración o incluso 

65.  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Preámbulo.
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contacto físico alguno66. En este sentido, en otro caso ante la Corte se 
estableció que el someter a mujeres a la desnudez forzosa mientras éstas eran 
constantemente observadas por hombres armados, quienes aparentemente 
eran miembros de las fuerzas de seguridad del Estado, constituyó violencia 
sexual67.

192.  Asimismo, siguiendo el criterio jurisprudencial y normativo que 
impera tanto en el ámbito del Derecho Penal Internacional como en el 
Derecho Penal comparado, la Corte ha considerado que la violación sexual 
no implica necesariamente una relación sexual por vía vaginal, como se 
consideró tradicionalmente. Por violación sexual también debe entenderse 
actos de penetración vaginal o anal mediante la utilización de otras partes 
del cuerpo del agresor u objetos, así como la penetración bucal mediante 
el miembro viril68. Al respecto, la Corte aclara que para que un acto sea 
considerado violación sexual, es suficiente que se produzca una penetración, 
por insignificante que sea, en los términos antes descritos69. Además, se 
debe entender que la penetración vaginal se refiere a la penetración, con 
cualquier parte del cuerpo del agresor u objetos, de cualquier orificio 
genital, incluyendo los labios mayores y menores, así como el orificio 
vaginal. Esta interpretación es acorde a la concepción de que cualquier tipo 
de penetración, por insignificante que sea, es suficiente para que un acto sea 
considerado violación sexual. La Corte entiende que la violación sexual es 
una forma de violencia sexual70.

66.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 306, y Caso J. Vs. Perú, párr. 358. Véase, además, 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda, Fiscalía Vs. Jean-Paul Akayesu, párr. 688. 
67.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 306.
68.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 310, y Caso J. Vs. Perú, párr. 359.
69.  Así lo confirman la normativa y la jurisprudencia de la Corte Penal Internacional y de los tribunales penales 
internacionales ad hoc. El primero de los elementos del crimen de lesa humanidad de violación (Estatuto de 
Roma, artículo 7 1) g)-1) y del crimen de guerra de violación (Estatuto de Roma, artículos 8 2) b) xxii)-1 y 8 2) 
e) vi)-1) es “Que el autor haya invadido el cuerpo de una persona mediante una conducta que haya ocasionado 
la penetración, por insignificante que fuera, de cualquier parte del cuerpo de la víctima o del autor con un 
órgano sexual o del orificio anal o vaginal de la víctima con un objeto u otra parte del cuerpo”. Elementos de los 
Crímenes, disponible en el sitio web de la CPI: http://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/A851490E-6514-4E91-
BD45-AD9A216CF47E/283786/ElementsOfCrimesSPAWeb.pdf. La jurisprudencia de los tribunales penales 
internacionales ad hoc es concordante. Cfr. Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Fiscalía Vs. Anto 
Furundzija, párr. 185; Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Fiscalía Vs. Kunarac et al., Sentencia 
de 22 de febrero de 2001, caso No. IT-96-23-T y IT-96-23/1-T, párrs. 437 y 438; Tribunal Penal Internacional 
para la ex Yugoslavia, Fiscalía Vs. Kunarac et al., Sentencia de apelación de 12 de junio de 2002, caso No. IT-
96-23-T y IT-96-23/1-T, párr. 127. Cfr. Corte Especial para Sierra Leona, Fiscalía Vs. Issa Hassan Sesay et al., 
Sentencia de 2 de marzo de 2009, caso No. SCSL-04-15-T, párrs. 145 y 146. Cfr. Informe de la Comisión de la 
Verdad y Reconciliación, Tomo VI, Capítulo 1.5, pág. 265.
70.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 359. Véase, en este sentido, el artículo 2 de la Convención de Belém do Pará, y 
Tribunal Penal Internacional para Ruanda, Fiscalía Vs. Jean-Paul Akayesu, párr. 688. El Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional enumera a la violación y otros crímenes específicos y añade con carácter genérico, 
en el caso de los crímenes de lesa humanidad, “otros abusos sexuales de gravedad comparable” y, en el caso 
de los crímenes de guerra, “cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una violación grave de los 
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193.  Adicionalmente, la Corte ha reconocido que la violación sexual es 
una experiencia sumamente traumática que tiene severas consecuencias y 
causa gran daño físico y psicológico que deja a la víctima “humillada física y 
emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a 
diferencia de lo que acontece en otras experiencias traumáticas71. De ello se 
desprende que es inherente a la violación sexual el sufrimiento severo de la 
víctima, aun cuando no exista evidencia de lesiones o enfermedades físicas. 
En efecto, no en todos los casos las consecuencias de una violación sexual 
serán enfermedades o lesiones corporales. Las mujeres víctimas de violación 
sexual también experimentan severos daños y secuelas psicológicas y aun 
sociales. 

194.  En el presente caso, la Corte ha establecido que, durante su 
detención en la DIVISE y la DINCOTE en abril y mayo de 1993, Gladys 
Espinoza fue objeto de desnudez forzosa y manoseos, le jalaron los senos 
y los vellos púbicos y uno de sus agresores intentó meterle el pene en su 
boca. Es evidente que, al involucrar los senos y el área genital de la presunta 
víctima, dichos actos constituyeron violencia sexual. Con relación a los 
“manoseos” y el intento de forzarla a tener sexo oral, la Corte considera 
que estos actos implicaron la invasión física del cuerpo de la señora Gladys 
Espinoza72, tomando en cuenta que las víctimas de violencia sexual tienden 
a utilizar términos poco específicos al momento de realizar sus declaraciones 
y no explicar gráficamente las particularidades anatómicas de lo sucedido73. 
Al respecto, la CVR señaló que “[e]s común que las declarantes utilicen 
términos confusos o ‘propios’ al momento de describir los actos de violencia 
sexual a que fueron sometidas” y específicamente se refirió a la utilización del 
término “manoseos” como una de las formas como las víctimas describían 
actos de violencia sexual74. Igualmente, la Corte estableció que, durante 
el período mencionado, la señora Espinoza sufrió penetración vaginal y 
anal con manos y, en este último caso, también con un objeto, los cuales 
constituyeron actos de violación sexual.

195.  Finalmente, la Corte considera pertinente recordar, como ya fue 
establecido en el presente caso, que una de las formas que tomó la práctica 
generalizada de tortura fue mediante la práctica generalizada de la violencia 

Convenios de Ginebra”. En los Elementos de los Crímenes se describen los crímenes de violencia sexual como 
crímenes de lesa humanidad y como crímenes de guerra.
71.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 311, y Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, 
párr. 114. En el mismo sentido, TEDH, Caso Aydin Vs. Turquia, No. 23178/94. Sentencia de 25 de septiembre 
de 1997, párr. 83. 
72.  En ese sentido, véase, Caso J. Vs. Perú, párr. 347.
73.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 360.
74.  Cfr. Informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, Tomo VI, Capítulo 1.5, pág. 364, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 347.
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sexual contra las mujeres, en particular, por parte de agentes estatales y 
en contra de mujeres presuntamente involucradas en el conflicto armado. 
Asimismo, la Corte recuerda que la DINCOTE fue señalada especialmente 
como un espacio donde la violación sexual se produjo reiteradamente. Al 
respecto, la Corte considera que lo sucedido a la señora Espinoza es consistente 
con dicha práctica generalizada. Al enmarcarse en dicho contexto, la Corte 
considera que los actos de violencia sexual en contra de Gladys Espinoza 
también constituyeron actos de tortura cuya prohibición absoluta, se reitera, 
pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional.

196.  Por todo lo anterior, la Corte determina que los actos perpetrados 
en contra de Gladys Carol Espinoza Gonzáles en las instalaciones de 
la DIVISE y la DINCOTE constituyeron actos de tortura, en violación 
a las obligaciones contenidas en los artículos 5.2 y 5.1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 
misma, e incumpliendo las obligaciones establecidas en los artículos 1 y 6 de 
la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

197.  Asimismo, la Corte ha precisado que si bien el artículo 11 de la 
Convención Americana se titula “Protección de la Honra y de la Dignidad”, 
su contenido incluye, entre otros, la protección de la vida privada75. El 
concepto de vida privada comprende, entre otros ámbitos protegidos, la vida 
sexual76. La Corte estima que la violación y otras formas de violencia sexual 
perpetradas en contra de Gladys Espinoza vulneraron valores y aspectos 
esenciales de su vida privada, supusieron una intromisión en su vida sexual 
y anularon su derecho a tomar libremente las decisiones respecto con quien 
tener relaciones sexuales, perdiendo de forma completa el control sobre 
sus decisiones más personales e íntimas, y sobre las funciones corporales 
básicas77. Por tanto, en vista de la violencia y violación sexual que sufrió la 
señora Gladys Espinoza, la Corte determina que el Estado también violó 
los artículos 11.1 y 11.2 de la Convención Americana, en relación con el 
artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de aquélla.

C.  Condiciones de detención de Gladys Carol Espinoza Gonzáles 
en el Establecimiento Penitenciario de Máxima Seguridad 
Yanamayo de Puno y los hechos ocurridos el 5 de agosto de 
1999

[…]

75.  Cfr. Caso de las Masacres de Ituango Vs. Colombia. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, 
párr. 193, y Caso J. Vs. Perú, párr. 367.
76.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 129, y Caso J. Vs. Perú, párr. 367.
77.  Cfr. Caso J. Vs. Perú, párr. 367.
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C.2.  Consideraciones de la Corte

[…]

C.2.1.  �Condiciones de detención de Gladys Carol Espinoza Gonzáles en el 
Establecimiento Penitenciario de Máxima Seguridad Yanamayo de 
Puno

[…]
205.  La Corte ha establecido que, de conformidad con los artículos 5.1 y 

5.2 de la Convención, toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir 
en condiciones de detención compatibles con su dignidad personal. Además, 
el Estado debe garantizar el derecho a la vida y a la integridad personal 
de los privados de libertad, en razón de que éste se encuentra en posición 
especial de garante con respecto a dichas personas, porque las autoridades 
penitenciarias ejercen un control total sobre éstas78. De igual modo, la Corte 
ya señaló que el aislamiento y la incomunicación prolongados representan, 
por sí mismos, formas de trato cruel e inhumano. 

206.  La Corte también ha señalado como deber del Estado el de 
salvaguardar la salud y el bienestar de los reclusos, brindándoles, entre otras 
cosas, la asistencia médica requerida, y de garantizar que la manera y el 
método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento 
inherente a la detención79. Así, el Estado tiene el deber de proporcionar a 
los detenidos revisión médica regular y atención y tratamiento adecuados 
cuando así se requiera80. En este sentido, la falta de atención médica 
adecuada a una persona que se encuentra privada de la libertad y bajo cus
todia del Estado podría considerarse violatoria del artículo 5.1 y 5.2 de la 
Convención dependiendo de las circunstancias concretas de la persona en 
particular, tales como su estado de salud o el tipo de dolencia que padece, el 
lapso transcurrido sin atención, sus efectos físicos y mentales acumulativos81 
y, en algunos casos, el sexo y la edad de la misma, entre otros82.

78.  Cfr. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. Fondo, párr. 60, y Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 2011. Serie C No. 226, párr. 42.
79.  Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 159, y Caso Vélez Loor Vs. Panamá, 
párr. 198.
80.  Cfr. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de 
septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 156, y Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr. 220.
81.  Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, párr. 103, y Caso Vélez Loor Vs. Panamá, 
párr. 220.
82.  Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de 
noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 74, y Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador, párr. 44.
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207.  En los casos Lori Berenson Mejía83, García Asto y Ramírez Rojas84 
y Castillo Petruzzi y otros85, todos contra el Perú, la Corte estableció, 
respectivamente, que la aplicación de los artículos 20 del Decreto Ley No. 
25.475 y 3 del Decreto Ley No. 25.744 a las víctimas por parte de los 
tribunales militares, constituyó trato cruel, inhumano y degradante, en 
violación del artículo 5 de la Convención Americana, al encontrarse éstas bajo 
las condiciones de detención impuestas, en un régimen de incomunicación, 
aislamiento celular y restricción de visitas de sus familiares. Cabe señalar 
que las víctimas de dichos casos permanecieron en las instalaciones del 
Establecimiento Penitenciario de Máxima Seguridad Yanamayo durante los 
períodos de 17 de enero de 1996 al 7 de octubre de 1998, 20 de julio de 
1999 al 21 de septiembre de 2001, y 14 y 15 de octubre de 1993 al 30 de 
mayo de 1999, respectivamente.

208.  La Corte advierte que el período en el cual permaneció Gladys 
Espinoza en las instalaciones del Penal de Yanamayo, esto es, de 17 de enero 
de 1996 a 10 de mayo de 2001, guarda relación con los casos mencionados 
supra. Asimismo, constata que a Gladys Espinoza se le aplicaron los artículos 
20 del Decreto Ley No. 25.475 y 3 del Decreto Ley No. 25.744, y que 
permaneció bajo las condiciones de detención descritas anteriormente. De 
igual modo, la Corte ha constatado que durante el tiempo que la señora 
Gladys Espinoza permaneció en las instalaciones del Penal de Yanamayo se 
le practicaron al menos dos informes médicos, de los cuales se desprende un 
progresivo deterioro en su salud, y que no obstante que se recomendó su 
evaluación por un médico neurólogo, no consta que dicho examen se haya 
realizado. En razón de todo ello, la Corte determina que Gladys Espinoza 
fue sometida a trato cruel, inhumano y degradante y, por tanto, el Estado 
es responsable por la violación de los artículos 5.2 y 5.1 de la Convención 
Americana, en conexión con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la 
señora Gladys Carol Espinoza Gonzáles.

C.2.2.  �Los hechos durante la requisa de 5 de agosto de 1999 en el 
Establecimiento Penitenciario de Máxima Seguridad Yanamayo de 
Puno

[…]
213.  En primer lugar, es criterio de la Corte que en ningún caso el 

uso de la violencia sexual es una medida permisible en el uso de la fuerza 
por parte de las fuerzas de seguridad. En segundo lugar, de los hechos del 
presente caso no se desprende la existencia de una situación que justificara 

83.  Cfr. Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú, párr. 101.
84.  Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú, párr. 223.
85.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, párr. 198.
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el nivel de fuerza utilizado en contra de la señora Espinoza. En efecto, no 
se verificó una situación de descontrol en el Establecimiento Penal y, por su 
parte, el Estado no acreditó la existencia de un comportamiento de la señora 
Espinoza distinto al descrito y tampoco se desprende que se hayan agotado 
y fracasado medios de control y coerción menos lesivos. Todo ello, aunado 
a la situación de los establecimientos penitenciarios que enmarcó los hechos 
del presente caso, permite a la Corte concluir que la magnitud de la fuerza 
utilizada caracterizó una violación del artículo 5.1 de la Convención, en 
conexión con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio de la señora Gladys 
Espinoza.

214.  Ahora bien, de acuerdo con la descripción de los actos de violencia 
que sufrió la señora Gladys Espinoza durante los hechos del 5 de agosto 
de 1999, en el contexto del presente caso, no cabe duda que los mismos 
fueron cometidos intencionalmente, que le provocaron severos sufrimientos 
y secuelas físicas, y que tuvieron como finalidad humillarla y castigarla. En 
tales circunstancias, dichos actos constituyeron formas de tortura. Por lo 
anterior, la Corte determina que el Estado es responsable por la violación 
del derecho a la integridad personal, reconocido en los artículos 5.2 y 5.1 de 
la Convención Americana, en perjuicio de la señora Gladys Carol Espinoza 
Gonzáles.

VIII.3.  �VIOLENCIA SEXUAL Y LA OBLIGACIÓN DE NO 
DISCRIMINAR A LA MUJER, EN RELACIÓN CON LA 
OBLIGACIÓN DE RESPETAR LOS DERECHOS

[…]

B.  Consideraciones de la Corte

216.  Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la 
Corte ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de 
la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad 
esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, 
por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo con 
privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad 
o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen 
a quienes no se consideran incursos en tal situación86. En la actual etapa de la 
evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad 
y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él 

86.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 55, y Caso Norín Catrimán y otros 
(Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, párr. 197.
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descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y 
permea todo el ordenamiento jurídico87.

217.  Al respecto, la Corte ha señalado que, mientras la obligación 
general del artículo 1.1 de la Convención Americana se refiere al deber del 
Estado de respetar y garantizar “sin discriminación” los derechos contenidos 
en dicho tratado, el artículo 24 protege el derecho a “igual protección de la 
ley”88. El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación 
de derecho o de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en la 
misma, sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado y a 
su aplicación89. Es decir, no se limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 
1.1 de la Convención, respecto de la obligación de los Estados de respetar 
y garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en dicho tratado, 
sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de 
respetar y garantizar el principio de igualdad y no discriminación en la 
salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe90.

218.  La Corte ha establecido que el artículo 1.1 de la Convención 
“es una norma de carácter general cuyo contenido se extiende a todas las 
disposiciones del tratado, y dispone la obligación de los Estados Partes de 
respetar y garantizar el pleno y libre ejercicio de los derechos y libertades allí 
reconocidos sin discriminación alguna”. Es decir, cualquiera sea el origen o 
la forma que asuma, todo trato que pueda ser considerado discriminatorio 
respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos garantizados en 
la Convención es per se incompatible con la misma91. Por ende, el 
incumplimiento por el Estado, mediante cualquier trato discriminatorio, 
de la obligación general de respetar y garantizar los derechos humanos, le 
genera responsabilidad internacional92. Es por ello que la Corte ha sostenido 
que existe un vínculo indisoluble entre la obligación de respetar y garantizar 

87.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2013. Serie A No. 18, párr. 101, y Caso Norín Catrimán y Otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 197.
88.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de los Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 209, y Caso 
de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 262.
89.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 186, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República 
Dominicana, párr. 398.
90.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, párr. 186, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista 
del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 199.
91.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización, 
párr. 53, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 398.
92.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, párr. 85, y Caso de Personas Dominicanas 
y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 398.
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los derechos humanos y el principio de igualdad y no discriminación93. El 
artículo 24 de la Convención consagra un derecho que también acarrea 
obligaciones al Estado de respetar y garantizar el principio de igualdad y no 
discriminación en la salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación 
interna que apruebe94, pues protege el derecho a “igual protección de la 
ley”95, de modo que veda también la discriminación derivada de una 
desigualdad proveniente de la ley interna o de su aplicación96. 

219.  En este sentido, la Corte ha determinado que una diferencia de 
trato es discriminatoria cuando la misma no tiene una justificación objetiva 
y razonable97, es decir, cuando no persigue un fin legítimo y no existe una 
relación razonable de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin 
perseguido98.

220.  Además, la Corte ha establecido que los Estados deben abstenerse 
de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto. Los 
Estados están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar 
situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de 
determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección 
que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros 
que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las 
situaciones discriminatorias99.

221.  Desde una perspectiva general, la Convención sobre la eliminación 
de todas las formas de discriminación contra la mujer (en adelante, “la 
CEDAW”, por sus siglas en inglés) define la discriminación contra la mujer 
como “toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga 
por objeto o por resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce 
o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la 
base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las 

93.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, párr. 53, y Caso de Personas 
Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 398.
94.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, párr. 186, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. 
República Dominicana, párr. 398.
95.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización, 
párr. 54, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 398.
96.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, párr. 209, y 
Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 398.
97.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto 
de 2002. Serie A No. 17, párr. 46, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 200.
98.  Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, 
párr. 200, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana, párr. 316.
99.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados, párrs. 103 y 104, y Caso Norín 
Catrimán (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) y otros Vs. Chile, párr. 201.
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libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural 
y civil o en cualquier otra esfera”100. En este sentido, el Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de las Naciones Unidas 
(en adelante, “el Comité de la CEDAW”) ha declarado que la definición de 
la discriminación contra la mujer “incluye la violencia basada en el sexo, es 
decir, la violencia dirigida contra la mujer [i] porque es mujer o [ii] que la 
afecta en forma desproporcionada”. También ha señalado que “[l]a violencia 
contra la mujer es una forma de discriminación que impide gravemente que 
goce de derechos y libertades en pie de igualdad con el hombre”101.

222.  En el ámbito interamericano, la Convención Belém do Pará, en su 
preámbulo, señala que la violencia contra la mujer es “una manifestación de 
las relaciones de poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres” 
y reconoce que el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye 
el derecho a ser libre de toda forma de discriminación. Asimismo, la Corte ha 
señalado que, una vez que se demuestra que la aplicación de una regla lleva 
a un impacto diferenciado entre mujeres y hombres, el Estado debe probar 
que se debe a factores objetivos no relacionados con la discriminación102.

223.  Finalmente, la Corte ha establecido que las mujeres detenidas o 
arrestadas “no deben sufrir discriminación, y deben ser protegidas de todas 
las formas de violencia o explotación”. Dicha discriminación incluye “la 
violencia dirigida contra la mujer porque es mujer o que la afecta en forma 
desproporcionada”, y abarca “actos que infligen daños o sufrimientos de 
índole física, mental o sexual, amenazas de cometer esos actos, coacción y 
otras formas de privación de la libertad”103.

224.  Dado que los alegatos planteados por los representantes en 
el presente caso se refieren a una supuesta discriminación en cuanto al 
deber de respetar y garantizar los derechos a la integridad personal, en 
perjuicio de Gladys Espinoza, la Corte procederá a determinar si existió 
un incumplimiento de la obligación del Estado contenida en el artículo 
1.1 de la Convención Americana por la alegada aplicación de una práctica 
discriminatoria de violencia y violación sexual a Gladys Espinoza durante 
su detención en las instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE en 1993.

100.  Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 de 
diciembre de 1979, Artículo 1.
101.  Cfr. Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación general 19: La 
Violencia contra la Mujer, 11° período de sesiones, 1992, UN Doc. HRI\GEN\1\Rev.1 at 84 (1994), párrs. 1 
y 6.
102.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 396, citando TEDH, Opuz Vs. Turquía, 
No. 33401/02. Sentencia de 9 de junio de 2009, párrs. 180, 191 y 200.
103.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
noviembre de 2006. Serie C No. 160, párr. 303, y Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. Mexico, 
párr. 397.
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B.1.  La práctica discriminatoria de violencia y violación sexual 

225.  En este caso, la Corte ya estableció que durante el período del 
conflicto comprendido entre 1980 y 2000, la violencia sexual fue una práctica 
generalizada dentro de las fuerzas de seguridad, la cual afectó principalmente 
a las mujeres. La Corte considera que esta práctica constituyó violencia 
basada en género pues afectó a las mujeres por el solo hecho de serlo, y 
que, tal como se desprende de la prueba, fue favorecida por la legislación 
antiterrorista vigente para la fecha, la cual se caracterizó por la ausencia de 
garantías mínimas para los detenidos, además de disponer, entre otros, la 
potestad de incomunicar a los detenidos y el aislamiento celular.

226.  Al respecto, ha sido reconocido por diversos órganos internacionales 
que durante los conflictos armados las mujeres y niñas enfrentan situaciones 
específicas de afectación a sus derechos humanos, como lo son los actos de 
violencia sexual, la cual en muchas ocasiones es utilizada como un medio 
simbólico para humillar a la parte contraria o como un medio de castigo 
y represión104. La utilización del poder estatal para violar los derechos de 
las mujeres en un conflicto interno, además de afectarles a ellas de forma 
directa, puede tener el objetivo de causar un efecto en la sociedad a través 
de esas violaciones y dar un mensaje o lección105. En particular, la violación 
sexual constituye una forma paradigmática de violencia contra las mujeres 
cuyas consecuencias, incluso, trascienden a la persona de la víctima106. 

[…]
229.  La Corte ya estableció que los actos de violencia y violación sexual 

perpetrados en contra de Gladys Espinoza durante su detención en la 
DIVISE y la DINCOTE fueron consistentes con la práctica generalizada 
de violencia sexual que existía en el Perú en la época de los hechos. En 
este punto, la Corte recuerda que la violencia sexual contra las mujeres 
afectó a un número importante de las mujeres detenidas a causa de su real 
o presunto involucramiento personal en el conflicto armado, y que afectó 
también a aquéllas cuyas parejas eran miembros reales o supuestos de los 
grupos subversivos. En este caso, la Corte ya estableció que la tortura a la 

104.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párrs. 223 y 224, y Caso Masacre de El Mozote y lugares 
aledaños Vs. Salvador, párr. 165. Ver también, Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer, Recomendación general 19: La Violencia contra la Mujer, párr. 16, y Comisión de Derechos Humanos, 
Informe de la Sra. Radica Coomaraswamy, Relatora Especial sobre la Violencia contra la mujer de la ONU, con 
inclusión de sus causas y consecuencias, presentado de conformidad con la resolución 2000/45 de la Comisión 
de Derechos Humanos, “La violencia contra la mujer perpetrada y/o condonada por el Estado en tiempos de 
conflicto armado (1997-2000)”, UN Doc. E/CN.4/2001/73, 23 de enero de 2001. 
105.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 224, y Caso Masacre de El Mozote y lugares aledaños 
Vs. Salvador, párr. 165.
106.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 119, y Caso Masacre de El Mozote y lugares aledaños 
Vs. Salvador, párr. 165.
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que fue sometida Gladys Espinoza, la cual incluyó actos de violación sexual 
y otras formas de violencia sexual, se dio dentro del marco de una detención 
y tuvo la finalidad de obtener información sobre el secuestro por parte del 
MRTA de un empresario. Igualmente, la Corte recuerda que los agentes 
estatales que la detuvieron junto con Rafael Salgado amenazaron a éste que 
hablara sobre el paradero de dicho empresario, o que de lo contrario “los 
20 [hombres iban] a pasar por ella”. Es decir, el cuerpo de Gladys Espinoza 
como mujer fue utilizado a fin de obtener información de su compañero 
sentimental y humillar e intimidar a ambos. Estos actos confirman que 
los agentes estatales utilizaron la violencia sexual y la amenaza de violencia 
sexual en contra de Gladys Carol Espinoza Gonzáles como estrategia en la 
lucha contra el mencionado grupo subversivo. Como consecuencia de ello, la 
Corte determina que el haber sometido a la señora Espinoza a dicha práctica 
generalizada constituye discriminación individualizada por su condición 
de mujer, en violación del artículo 1.1 de la Convención Americana en 
su perjuicio, en relación con los derechos a la integridad personal y a la 
honra y la dignidad establecidos en los artículos 5.1, 5.2 y 11 del mismo 
instrumento, y con las obligaciones establecidas en los artículos 1 y 6 de la 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.

VIII.4.  �DERECHO A LAS GARANTÍAS JUDICIALES Y PROTECCIÓN 
JUDICIAL

[…]

B.  Consideraciones de la Corte

[...]
238.  La Corte ha señalado en su jurisprudencia reiterada que el deber 

de investigar es una obligación de medio y no de resultado, que debe ser 
asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como una 
simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como 
una mera gestión de intereses particulares107, que dependa de la iniciativa 
procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación privada de 
elementos probatorios108. La investigación debe ser seria, imparcial y 
efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 
captura, enjuiciamiento y eventual castigo de los autores de los hechos109. 

107.  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, 
párr. 177, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala, párr. 200.
108.  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr. 177, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros 
Vs. Guatemala, párr. 200.
109.  Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, párr. 127, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros 
Vs. Guatemala, párr. 200.
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La obligación referida se mantiene “cualquiera sea el agente al cual pueda 
eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus actos 
no son investigados con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por 
el poder público, lo que comprometería la responsabilidad internacional del 
Estado”110. Asimismo, la debida diligencia exige que el órgano que investiga 
lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para 
procurar el resultado que se persigue. De otro modo, la investigación no es 
efectiva en los términos de la Convención111.

239.  De forma particular, de conformidad con el artículo 1.1 de la 
Convención Americana, la obligación de garantizar los derechos reconocidos 
en los artículos 5.1 y 5.2 de la Convención Americana implica el deber 
del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, 
inhumanos o degradantes112. Esta obligación de investigar se ve reforzada 
por lo dispuesto en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura que obligan al Estado a “toma[r] 
medidas efectivas para prevenir y sancionar la tortura en el ámbito de su 
jurisdicción”, así como a “prevenir y sancionar […] otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes”. Además, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 8 de dicha Convención, los Estados partes garantizarán “a 
toda persona que denuncie haber sido sometida a tortura en el ámbito de 
su jurisdicción el derecho a que el caso sea examinado imparcialmente. 
Asimismo, cuando exista denuncia o razón fundada para creer que se ha 
cometido un acto de tortura en el ámbito de su jurisdicción, los Estados 
partes garantizarán que sus respectivas autoridades procederán de oficio y 
de inmediato a realizar una investigación sobre el caso y a iniciar, cuando 
corresponda, el respectivo proceso penal”.

240.  Al respecto, es indispensable que el Estado actúe con diligencia para 
evitar alegados actos de tortura o tratos crueles, inhumanos y degradantes, 
tomando en cuenta, por otra parte, que la víctima suele abstenerse, por temor, 
de denunciar los hechos, sobre todo cuando ésta se encuentra privada de la 
libertad bajo la custodia del Estado. Asimismo, a las autoridades judiciales 
corresponde el deber de garantizar los derechos de la persona privada de la 
libertad, lo que implica la obtención y el aseguramiento de toda prueba que 
pueda acreditar alegados actos de tortura113. 

110.  Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr. 177, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros 
Vs. Guatemala, párr. 200.
111.  Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de 
marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 83, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala, párr. 200.
112.  Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 147, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 341. 
113.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 135, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. 
Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párr. 234. 
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241.  Por otra parte, la Corte recuerda que, en casos de violencia contra 
la mujer, las obligaciones generales establecidas en los artículos 8 y 25 de la 
Convención Americana se complementan y refuerzan para aquellos Estados 
que son Parte, con las obligaciones derivadas del tratado interamericano 
específico, la Convención de Belém do Pará. En su artículo 7.b dicha 
Convención obliga de manera específica a los Estados Partes a utilizar la 
debida diligencia para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer114. En estos casos, las autoridades estatales deben iniciar ex officio y 
sin dilación, una investigación seria, imparcial y efectiva una vez que tomen 
conocimiento de los hechos que constituyan violencia contra la mujer, 
incluyendo la violencia sexual115. De tal modo, que ante un acto de violencia 
contra una mujer, resulta particularmente importante que las autoridades 
a cargo de la investigación la lleven adelante con determinación y eficacia, 
teniendo en cuenta el deber de la sociedad de rechazar la violencia contra las 
mujeres y las obligaciones del Estado de erradicarla y de brindar confianza a 
las víctimas en las instituciones estatales para su protección116.

242.  La Corte ha especificado los principios rectores que es preciso 
observar en investigaciones penales relativas a violaciones de derechos 
humanos117. La Corte también ha señalado que el deber de investigar 
efectivamente tiene alcances adicionales cuando se trata de una mujer que 
sufre una muerte, maltrato o afectación a su libertad personal en el marco de 
un contexto general de violencia contra las mujeres118. En casos de violencia 
contra la mujer, ciertos instrumentos internacionales resultan útiles para 
precisar y dar contenido a la obligación estatal reforzada de investigarlos con 
la debida diligencia119. Entre otros, en una investigación penal por violencia 

114.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 193, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 185.
115.  Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú, párr. 378, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 185.
116.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 193, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 185.
117.  Estos pueden incluir, inter alia: recuperar y preservar el material probatorio con el fin de ayudar en 
cualquier potencial investigación penal de los responsables; identificar posibles testigos y obtener sus 
declaraciones, y determinar la causa, forma, lugar y momento del hecho investigado. Además, es necesario 
investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar análisis en forma rigurosa, por profesionales 
competentes y empleando los procedimientos más apropiados. Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras, 
párr. 128, y Caso J. Vs. Perú, párr. 344.
118.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No.205, párr. 293, y Caso Veliz Franco y otros 
Vs. Guatemala, párr. 186.
119.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 194, y Caso J. Vs. Perú, párr. 344. Protocolo de 
Estambul, 2001, párrs. 67, 77, 89, 99, 101 a 105, 154, 161 a 163, 170, 171, 224, 225, 260, 269 y 290, y 
Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, Ginebra, 2003, 
inter alia, págs. 17, 30-1, 34, 39 a 44 y 57 a 74.
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sexual es necesario que: i) se documenten y coordinen los actos investigativos 
y se maneje diligentemente la prueba, tomando muestras suficientes, 
realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando 
otras pruebas como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata 
el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de custodia; ii) se 
brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las 
etapas del proceso, y iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica 
a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se 
requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las 
consecuencias de la violación120. Asimismo, en casos de supuestos actos de 
violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una perspectiva 
de género y realizarse por funcionarios capacitados en casos similares y en 
atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género121. 
Igualmente, la Corte se ha referido a las características que deben ostentar 
las declaraciones y los exámenes médicos realizados a la presunta víctima en 
este tipo de casos. 

243.  Ahora bien, la Corte ya estableció que no hubo investigación 
alguna antes de que se notificara al Estado el Informe de Admisibilidad y 
Fondo de la Comisión Interamericana, y que fue recién el 16 de abril de 
2012 que la Tercera Fiscalía Penal Supranacional inició una investigación 
penal por los hechos ocurridos a Gladys Espinoza a partir de su detención el 
17 de abril de 1993 y hasta el 24 de junio del mismo año en instalaciones de 
la DIVISE y la DINCOTE, así como por el hecho ocurrido el 5 de agosto 
de 1999 dentro del Penal de Máxima Seguridad de Yanamayo, entre otros. 

120.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 194, y Caso J. Vs. Perú, párr. 344. En este sentido, 
el Estado se encuentra en la obligación de brindar, con el consentimiento de la víctima, tratamiento a las 
consecuencias a su salud derivadas de dicha violencia sexual, incluyendo la posibilidad de acceder a tratamientos 
profilácticos y de prevención del embarazo. Al respecto, ver: Organización Mundial de la Salud, Guidelines 
for medico-legal care for victims of sexual violence, Ginebra, 2003, inter alia, pág. 63, disponible en: http://
whqlibdoc.who.int/publications/2004/924154628X.pdf?ua=1; Ver también: Instrumento de Trabajo y 
Consulta, Protocolo Interinstitucional de Atención Integral a Víctimas de Violación Sexual (Costa Rica), disponible 
en: http://ministeriopublico.poder-judicial.go.cr/biblioteca/protocolos/10.pdf; Modelo Integrado para la 
Prevención y Atención de la Violencia Familiar y Sexual, 2010 (México), disponible en: http://www.inm.gob.
mx/static/Autorizacion_Protocolos/SSA/ModeloIntregrado_para_Prevencion_Atn_Violencia_familiar_y_
se.pdf; Federación Latinoamericana de Sociedades de Obstetricia y Ginecología, Propuesta de Estándares 
Regionales para la Elaboración de Protocolos de Atención Integral Temprana a Víctimas de Violencia Sexual (2011), 
disponible en: http://www.flasog.org/wp-content/uploads/2014/01/Propuestas-Estandares-Protocolos-
Atencion-Victimas-Violencia-FLASOG-2011.pdf; Modelo de Atención Integral en Salud para Víctimas de 
Violencia Sexual, 2011 (Colombia) disponible en: http://www.minsalud.gov.co/Documentos%20y%20
Publicaciones/MODELO%20DE%20ATENCI%C3%93N%20A%20V%C3%8DCTIMAS%20DE%20
VIOLENCIA%20SEXUAL.pdf, y Guía Técnica de Atención Integral de Personas Afectadas por la Violencia 
basada en Género, 2007 (Perú), disponible en: http://www.sis.gob.pe/ipresspublicas/normas/pdf/minsa/
GUIASPRACTICAS/2007/RM141_2007.pdf.
121.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 455, y Caso Veliz Franco y otros 
Vs. Guatemala, párr. 188.
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Asimismo, constató que actualmente el proceso se encuentra en etapa de 
juicio. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte procederá a analizar, en 
primer lugar, la falta de investigación hasta el año 2012 de los hechos del 
presente caso. Posteriormente, analizará el alegado incumplimiento de este 
deber en la investigación iniciada en el año 2012. 

[…]

B.1.1.  �La falta de investigación entre los años 1993 y 2004 de los hechos 
de tortura y otros maltratos padecidos por Gladys Espinoza en las 
instalaciones de la DIVISE y la DINCOTE

[…]
248.  Así, en primer lugar, la Corte considera que, en cuanto a las 

entrevistas que se realicen a una persona que afirma haber sido sometida a 
actos de tortura: i) se debe permitir que ésta pueda exponer lo que considere 
relevante con libertad, por lo que los funcionarios deben evitar limitarse a 
formular preguntas; ii) no debe exigirse a nadie hablar de ninguna forma de 
tortura si se siente incómodo al hacerlo; iii) se debe documentar durante la 
entrevista la historia psicosocial y previa al arresto de la presunta víctima, 
el resumen de los hechos narrados por ésta relacionados al momento de 
su detención inicial, las circunstancias, el lugar y las condiciones en las 
que se encontraba durante su permanencia bajo custodia estatal, los malos 
tratos o actos de tortura presuntamente sufridos, así como los métodos 
presuntamente utilizados para ello, y iv) se debe grabar y hacer transcribir 
la declaración detallada122. En casos de que la alegada tortura incluya actos 
de violencia o violación sexual, dicha grabación deberá ser consentida por 
la presunta víctima123. 

249.  De forma particular, la Corte ha señalado que, en cuanto a la 
entrevista que se realiza a una presunta víctima de actos de violencia o 
violación sexual, es necesario que la declaración de ésta se realice en un 
ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza, y que 
la declaración se registre de forma tal que se evite o limite la necesidad de 
su repetición124. Dicha declaración deberá contener, con el consentimiento 
de la presunta víctima: i) la fecha, hora y lugar del acto de violencia sexual 
perpetrado, incluyendo la descripción del lugar donde ocurrió el acto; ii) el 
nombre, identidad y número de agresores; iii) la naturaleza de los contactos 
físicos de los que habría sido víctima; iv) si existió uso de armas o retenedores; 
v) el uso de medicación, drogas, alcohol u otras substancias; vi) la forma en la 

122.  Cfr. Protocolo de Estambul, párrs. 100, 135 a 141. 
123.  Cfr. Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, inter 
alia, págs. 34, 37, 96 y 97.
124.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 194, y Caso J. Vs. Perú, párr. 344.
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que la ropa fue removida, de ser el caso; vii) los detalles sobre las actividades 
sexuales perpetradas o intentadas en contra de la presunta víctima; viii) si 
existió el uso de preservativos o lubricantes; ix) si existieron otras conductas 
que podrían alterar la evidencia, y x) detalles sobre los síntomas que ha 
padecido la presunta víctima desde ese momento125.

250.  Ahora bien, de las tres declaraciones que se le tomaron a Gladys 
Espinoza en el año 1993, se observa que: i) ninguna se realizó en un ambiente 
cómodo y seguro, sino al contrario, fueron rendidas en la misma sede de la 
DINCOTE, donde ocurrieron los hechos de tortura, y dos de ellas ante 
funcionarios militares; ii) se limitaron a la realización de preguntas por 
parte del Instructor, incluyendo preguntas sobre la existencia de maltratos 
en su contra, sin que conste si tuvo oportunidad de exponer libremente los 
hechos que ella considerase relevantes, y iii) no se documentó información 
relevante sobre los antecedentes de Gladys Espinoza, aparte de lo relacionado 
a su posible participación en actos de terrorismo o de traición a la patria. 
Además, la Corte observa que, a través de dichas declaraciones, se le requirió 
a Gladys Espinoza reiterar sus manifestaciones sobre los hechos de tortura y 
violencia sexual de los cuales fue víctima. 

251.  En segundo lugar, en cuanto a los exámenes médicos realizados 
a Gladys Espinoza los días 18, 19 y 21 de abril, y 18 de mayo de 1993, 
así como el examen psicológico realizado el 26 de abril de ese mismo año 
mientras ésta se encontraba detenida en las instalaciones de la DIVISE y de 
la DINCOTE, la Corte considera que, en casos donde existen indicios de 
tortura, los exámenes médicos practicados a la presunta víctima deben ser 
realizados con consentimiento previo e informado, sin la presencia de agentes 
de seguridad u otros agentes estatales, y los informes correspondientes deben 
incluir, al menos, los siguientes elementos: 

a)  Las circunstancias de la entrevista[:] [e]l nombre del sujeto y el nombre y 
la filiación de todas las personas presentes en el examen; la fecha y hora exactas; la 
ubicación, carácter y domicilio de la institución (incluida la habitación, cuando sea 
necesario) donde se realizó el examen (por ejemplo, centro de detención, clínica, casa, 
etc.); circunstancias particulares en el momento del examen (por ejemplo, la naturaleza 
de cualquier restricción de que haya sido objeto la persona a su llegada o durante 
el examen, la presencia de fuerzas de seguridad durante el examen, la conducta de 
las personas que hayan acompañado al preso, posibles amenazas proferidas contra el 
examinador, etc.); y cualquier otro factor que el médico considere pertinente[;] 

b)  Los hechos expuestos[:] [e]xposición detallada de los hechos relatados por 
el sujeto durante la entrevista, incluidos los presuntos métodos de tortura o malos 

125.  Cfr. Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, inter 
alia, págs. 36 y 37.
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tratos, el momento en que se produjeron los actos de tortura o malos tratos y cualquier 
síntoma físico o psicológico que afirme padecer el sujeto[;] 

c)  Examen físico y psicológico[:] [d]escripción de todas las observaciones físicas y 
psicológicas del examen clínico, incluidas las pruebas de diagnóstico correspondientes 
y, cuando sea posible, fotografías en color de todas las lesiones[;] 

d)  Opinión[:] [u]na interpretación de la relación probable entre los síntomas físicos 
y psicológicos y las posibles torturas o malos tratos. Recomendación de un tratamiento 
médico y psicológico o de nuevos exámenes[, y] 

e)  Autoría[:] [e]l informe deberá ir firmado y en él se identificará claramente a las 
personas que hayan llevado a cabo el examen126.

252.  Por otro lado, la Corte ha señalado que, en casos de violencia 
contra la mujer, al tomar conocimiento de los actos alegados, es necesario 
que se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo 
y detallado por personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que 
la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su 
confianza si así lo desea127. Dicho examen deberá ser realizado de conformidad 
con protocolos dirigidos específicamente a documentar evidencias en casos 
de violencia de género128. 

253.  De los dictámenes que se evalúan en el presente capítulo, se observa 
que: a) el personal forense que realizó a Gladys Espinoza el examen físico 
de 18 de mayo de 1993 fue en su totalidad masculino, y no consta que se le 
haya ofrecido la presencia de alguna persona del sexo de su preferencia, pese 
a que ya se habían denunciado hechos de violencia sexual; b) no consta en 
los informes relativos a los exámenes practicados a Gladys Espinoza entre 
abril y mayo de 1993, relato alguno brindado por aquélla sobre los hechos 
ocurridos durante su detención o con posterioridad a ella, en particular, los 
hechos de tortura y demás maltratos a los que fue sometida; c) no existe 
alguna otra documentación, en particular, documentación fotográfica, que 
sustente las observaciones del personal que la evaluó, y d) no se presenta 
una interpretación de relación probable entre los síntomas físicos y los 
posibles actos de tortura a los que hizo referencia la señora Espinoza en sus 
declaraciones, más allá de la indicación en el examen de 18 de mayo de 1993 
de un “sig[no] compatible con acto contranatura reciente”. 

254.  Adicionalmente, se desprende del expediente que el primer examen 
físico que contó con una evaluación de la integridad sexual de Gladys 
Espinoza fue practicado el 18 de mayo de 1993, pese a que al menos desde 

126.  Protocolo de Estambul, párr. 83.
127.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 194, y Caso J. Vs. Perú, párr. 344.
128.  Cfr. Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, inter 
alia, págs. 28 y 29.
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el 28 de abril de 1993 el Estado tuvo conocimiento de los actos de violación 
y otras formas de violencia sexual a los cuales fue sometida. 

255.  Al respecto, en cuanto a la investigación de casos de tortura, el 
Protocolo de Estambul señala que resulta “particularmente importante 
que [el] examen [médico] se haga en el momento más oportuno” y que 
“[d]e todas formas debe realizarse independientemente del tiempo que 
haya transcurrido desde el momento de la tortura”129. No obstante, dicho 
Protocolo advierte que, “[p]ese a todas las precauciones, los exámenes físicos y 
psicológicos, por su propia naturaleza, pueden causar un nuevo traumatismo 
al paciente provocando o exacerbando los síntomas de estrés postraumático 
al resucitar efectos y recuerdos dolorosos”130.

256.  Por otro lado, en casos de violencia sexual, la Corte ha destacado 
que la investigación debe intentar evitar en lo posible la revictimización 
o reexperimentación de la profunda experiencia traumática a la presunta 
víctima131. Respecto de exámenes de integridad sexual, la Organización 
Mundial de Salud ha establecido que, en este tipo de casos, el peritaje 
ginecológico debe realizarse lo más pronto posible132. Sobre ese punto, la 
Corte considera que el peritaje ginecológico y anal debe ser realizado, de 
considerarse procedente su realización y con el consentimiento previo e 
informado de la presunta víctima, durante las primeras 72 horas a partir del 
hecho denunciado, con base en un protocolo específico de atención a las 
víctimas de violencia sexual133. Esto no obsta a que el peritaje ginecológico 
se realice con posterioridad a este período, con el consentimiento de la 
presunta víctima, toda vez que evidencias pueden ser encontradas tiempo 
después del acto de violencia sexual, particularmente con el desarrollo de 

129.  Protocolo de Estambul, párr. 104.
130.  Protocolo de Estambul, párr. 149.
131.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 196, y Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México, párr. 180. 
132.  Cfr. Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, inter 
alia, págs. 18, 43 y 58.
133.  La Corte observa que los siguientes países de la región han adoptado la pauta de las 72 horas para la 
recolección de evidencia forense en casos de violencia sexual: i) Bolivia: Atención Integral a las Mujeres Adultas 
y Adolescentes Víctimas de Violencia Sexual: Normas, Protocolos y Procedimientos, 2010, inter alia, págs. 51 y 94, 
disponible en: http://www.justicia.gob.bo/index.php/normas/doc_download/92; ii) Costa Rica: Instrumento 
de Trabajo y Consulta, Protocolo Interinstitucional de Atención Integral a Víctimas de Violación Sexual, inter 
alia, págs. 13 y 26; iii) Paraguay: Protocolo de Intervención con Víctimas/Sobrevivientes de Agresión Sexual en 
Facilidades de Salud, 2006, inter alia, pág. 26, disponible en: http://www.salud.gov.pr/Programas/ORCPS/
ProtocolosMedicos/Protocolos/Protocolo%20de%20Intervencion%20con%20sobrevivientes%20de%20
Agresion%20Sexual%2030%20oct%202006.pdf, y iv) Perú: Guía Técnica de Atención Integral de Personas 
Afectadas por la Violencia Basada en Género, 2007, pág. 34. La Corte observa que en el caso de: v) los Estados 
Unidas de América, aunque muchas jurisdicciones han utilizado tradicionalmente 72 horas después de 
la violación como un plazo estándar para la recopilación de prueba, un gran número de jurisdicciones han 
determinado plazos más largos (por ejemplo, 5 días o 1 semana). Cfr. Estados Unidos de América: A National 
Protocol for Sexual Assault Medical Forensic Examinations Adults/Adolescents, 2013, pág. 7, disponible en: https://
www.ncjrs.gov/pdffiles1/ovw/241903.pdf. 
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la tecnología en materia de investigación forense134. Por consiguiente, los 
plazos límite establecidos para la realización de un examen de esta naturaleza 
deben ser considerados como guía, más no como política estricta. De esa 
manera, la procedencia de un peritaje ginecológico debe ser considerada 
sobre la base de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el 
tiempo transcurrido desde el momento en que se alega que ocurrió la vio
lencia sexual. En vista de ello, la Corte considera que la procedencia de un 
peritaje ginecológico debe ser motivada detalladamente por la autoridad que 
la solicita y, en caso de no ser procedente o no contar con el consentimiento 
informado de la presunta víctima, el examen debe ser omitido, lo que en 
ninguna circunstancia debe servir de excusa para desacreditar a la presunta 
víctima y/o impedir una investigación.

257.  Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte observa que el examen 
médico en cuestión fue realizado aproximadamente tres semanas después 
del momento en el que el Estado tomó conocimiento de los hechos de 
violencia sexual perpetrados en contra de Gladys Espinoza. Más aún, no se 
desprende del expediente motivación alguna que justificara realizar dicho 
examen médico con tal dilación.

258.  En tercer lugar, la Corte considera que los médicos y demás 
miembros del personal de salud están en la obligación de no participar, ni 
activa ni pasivamente, en actos que constituyan participación o complicidad 
en torturas u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes, incitación a 
ello o intento de cometerlos135. En particular, el médico forense está en la 
obligación de plasmar en sus informes la existencia de prueba de malos 
tratos, de ser el caso136. Así, los médicos forenses deben adoptar medidas a 
fin de notificar posibles abusos a las autoridades correspondientes o, si ello 
implica riesgos previsibles para los profesionales de la salud o sus pacientes, 
a autoridades ajenas a la jurisdicción inmediata137. Además, el Estado debe 

134.  Cfr. A National Protocol for Sexual Assault Medical Forensic Examinations Adults/Adolescents, pág. 8. 
135.  Cfr. Naciones Unidas, Asamblea General, Principles of Medical Ethics relevant to the role of health personnel, 
particularly physicians, in the protection of prisoners and detainees against torture, and other cruel, inhuman or 
degrading treatment or punishment, Resolución 37/194 del 18 de diciembre de 1982, principio 2, disponible 
en: http://www.un.org/documents/ga/res/37/a37r194.htm. Véase también: Asociación Médica Mundial, 
Declaración de Tokyo, adoptada en octubre de 1975 y revisada en mayo de 2006, art. 1, disponible en: http://
www.wma.net/es/30publications/10policies/c18/. 
136.  Cfr. Protocolo de Estambul, párr. 71. 
137.  Cfr. Protocolo de Estambul, párr. 73. En este sentido, ver también: Código Penal de Argentina, 
artículo 144 quater.2, disponible en: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/15000-19999/16546/
texact.htm; Ley Nacional de Salud Mental de Argentina, art. 29, disponible en: http://www.msal.gov.ar/
saludmental/images/stories/info-equipos/pdf/2013-09-26_ley-nacional-salud-mental.pdf; Código de Ética 
y Deontología Médica de Bolivia, art. 52, disponible en: http://snis.minsalud.gob.bo/documentacion/
normativas/CODIGODEETICAYDEONTOLOGIAMEDICA.pdf; Código de Procedimiento Penal de 
Chile, art. 84, disponible en: http://www.leychile.cl/Navegar?idNorma=22960; Código Penal de Colombia, 
modificado por Ley 1121 de 2006, art. 441, disponible en: http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/
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proporcionar las garantías necesarias para que, si un examen médico forense 
apoyara la posibilidad de que se hayan cometido actos de tortura u otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes, el detenido o la detenida no regrese 
al lugar de detención donde éstos habrían ocurrido138. 

259.  Al respecto, la Corte nota que, pese al evidente deterioro pro
gresivo de la condición física de Gladys Espinoza, evidenciado por los 
cuatro exámenes físicos practicados a ésta entre abril y mayo de 1993, los 
médicos forenses que la examinaron no denunciaron ante autoridad alguna 
la existencia de indicios de tortura, y en cada una de esas oportunidades, 
Gladys Espinoza fue devuelta a los mismos funcionarios de la DINCOTE 
que perpetraron dichas torturas y tratos crueles, inhumanos y degradantes 
en contra de ella. 

260.  Por otra parte, la Corte ha establecido que el Estado debe garantizar 
la independencia del personal médico y de salud encargado de examinar y 
prestar asistencia a los detenidos de manera que puedan practicar libremente 
las evaluaciones médicas necesarias, respetando las normas establecidas en 
la práctica de su profesión139. En este sentido, la Corte considera que “la 
independencia profesional exige que en todo momento el profesional de 
la salud se encuentre en el objetivo fundamental de la medicina, que es 
aliviar el sufrimiento y la angustia y evitar el daño al paciente, pese a todas 
las circunstancias que pueden oponerse a ello”. El deber de independencia 
exige que el médico tenga plena libertad de actuar en interés del paciente, 
e implica que los médicos hagan uso de las prácticas médicas óptimas, sean 
cuales fueren las presiones a las que puedan estar sometidos, incluidas las 
instrucciones que puedan darle sus empleadores, autoridades penitenciarias 
o fuerzas de seguridad. En esta línea, el Estado tiene la obligación de 
abstenerse de obligar de cualquier forma a los médicos de comprometer 
su independencia profesional. Si bien no basta con afirmar que un médico 
sea funcionario del Estado para determinar que no es independiente, el 
Estado debe asegurarse de que sus condiciones contractuales le otorguen 
la independencia profesional necesaria para realizar sus juicios clínicos 
libres de presiones. El médico forense tiene igualmente una obligación de 

Norma1.jsp?i=22647, entre otros. En el mismo orden de ideas, ver: Consejo Internacional de Enfermeras, 
Nurses’ role in the care of detainees and prisoners, 1998, disponible en: http://www.icn.ch/images/stories/
documents/publications/position_statements/A13_Nurses_Role_Detainees_Prisoners.pdf. 
138.  Cfr. Protocolo de Estambul, párr. 126. 
139.  Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 92. Ver también, Protocolo de Estambul, párrs. 56, 60, 65 y 66, y 
Comité contra la Tortura, Observación General No. 2: Aplicación del artículo 2 pór los Estados Partes, UN Doc. 
CAT/C/GC/2, párr. 13.
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imparcialidad y objetividad frente a la evaluación de la persona a quien 
examina140.

261.  Ahora bien, la Corte ha señalado que corresponde a la parte 
demandante, en principio, la carga de la prueba de los hechos en que se funda 
su alegato; no obstante, ha destacado que, a diferencia del derecho penal 
interno, en los procesos sobre violaciones de derechos humanos la defensa 
del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de 
allegar pruebas, cuando es el Estado quien tiene el control de los medios 
para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio141. En este sentido, la 
Corte considera que la carga de la prueba de la falta de independencia de los 
médicos legistas adscritos a dependencias del Estado en casos de tortura no 
debe descansar exclusivamente en la parte que la alega, ya que es el Estado 
quien posee los medios para demostrar que se cumple dicha garantía. 

262.  En este caso, de los cuatro exámenes físicos y el examen psicológico 
practicados a Gladys Espinoza en 1993, dos fueron realizados ante el 
Instituto de Medicina Legal del Ministerio Público, dos ante los médicos 
forenses y psicólogos de la Dirección de Criminalística de la Policía 
Nacional del Perú, y otro ante el Servicio de Emergencia del Hospital de la 
Policía Nacional del Perú. El Estado no presentó argumentos para desvirtuar 
la alegada falta de independencia de los médicos que evaluaron a Gladys 
Espinoza en dichas ocasiones, ni elementos probatorios que demuestren 
si dichos médicos gozaron de garantías para el ejercicio independiente 
de su profesión. Teniendo en cuenta lo anterior, así como el hecho de 
que los médicos referidos no identificaron los indicios que demostraban 
que Gladys Espinoza había sido torturada y sometida a violación y otras 
formas de violencia sexual, a pesar de que los exámenes que le practicaron 
demostraban el progresivo deterioro de su estado físico durante su detención 
en la DINCOTE, la Corte considera que hay elementos suficientes para 
afirmar que dichos médicos legistas no fueron independientes, imparciales 
y objetivos. Al respecto, la Corte toma nota que, en la audiencia oral de 24 
de febrero de 2004 celebrada ante la Sala Nacional de Terrorismo, uno de 
los médicos legistas, quien suscribió los informes médicos de 20 de abril y 
18 de mayo de 1993, y otro de ellos, quien también suscribió el informe 
médico de 18 de mayo de 1993, no negaron ni afirmaron que las lesiones 
de Gladys Espinoza hayan provenido de actos de tortura, mientras que el 
médico legista que suscribió el informe médico correspondiente al examen 
realizado el 22 de abril de 1993, afirmó que “no es posible que provengan 

140.  Cfr. Protocolo de Estambul, párrs. 57, 61, 67 y 71. En este sentido, véase el Amicus Curiae presentado por 
Women’s Link Worldwide y la Clínica Jurídica de la Universidad de Valencia de 15 de abril de 2014 (expediente 
de fondo, folio 1422)
141.  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, párr. 135, y Caso J. Vs. Perú, párr. 306.
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de tortura” sus lesiones. La Corte igualmente toma nota de que el Fiscal 
encargado de la investigación sobre los hechos de tortura y violencia sexual 
en perjuicio de Gladys Espinoza, en octubre de 2012, solicitó al Instituto 
de Medicina Legal información sobre los exámenes médicos realizados a 
Gladys Espinoza desde 1993, frente a la cual no hubo respuesta.

263.  La falta de investigación absoluta durante el período de 1993 
a 2004 frente a los indicios identificados en este capítulo no debe ser 
evaluada de forma aislada. La Corte ha señalado que, durante el conflicto 
peruano, “los fiscales llamados por ley a determinar la existencia de abusos 
y denunciarlos al poder judicial ignoraban las quejas de los detenidos”142. 
Más aún, la CVR, apoyándose en los Informes de la Coordinadora 
Nacional de Derechos Humanos y del Comité Internacional de la Cruz 
Roja, confirmó en su Informe Final que funcionarios del Estado, “callaron 
o incluso convalidaron lo que ocurría”, y señaló además que a “pesar de las 
denuncias de algunas víctimas y de organizaciones de derechos humanos 
internacionales y nacionales así como de organizaciones de la Iglesia Católica, 
los operadores de justicia no procesaron a ningún miembro de las fuerzas 
armadas o policiales por tortura […]. Por ello, esta ilegal práctica continuó 
desarrollándose con total impunidad, difundiendo la impotencia y el 
desaliento en la ciudadanía”. Además, como se señaló el Informe Final de la 
CVR estableció que “[l]a mayoría de las víctimas refieren que los exámenes 
médicos legales que fueron llevados a cabo por […] profesionales médicos 
no fueron rigurosos, es decir, sólo se limitaron a realizar las inspecciones 
médicas como mera formalidad. […] Asimismo, los testimonios recibidos 
por la [CVR] señalan [que en los informes médicos] no se registraban las 
evidentes muestras de tortura ni los reclamos de los afectados que decían 
haber sido torturados”. Igualmente, señaló que “[l]a inconducta profesional 
de los médicos legistas tiene consecuencias particularmente graves en los 
casos de violencia sexual, pues condenan el crimen a la impunidad. […]”. 

264.  Con base en lo anterior, la Corte considera que la deficiente toma 
de declaraciones por funcionarios estatales sobre los hechos de los cuales fue 
víctima Gladys Espinoza; la consistente negativa de los médicos legistas a 
identificar los indicios de tortura y violencia sexual presentados por Gladys 
Espinoza y la ausencia de denuncia por parte de los mismos, así como 
la falta de independencia de los médicos legistas que evaluaron a Gladys 
Espinoza, afectaron la posible recolección de evidencias en el presente caso, 
contribuyendo a la impunidad en la que se encuentra. 

142.  Caso J. Vs. Perú, párr. 319.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2015 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Consejo de Europa - Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/mAaDJU



Corte IDH – CASO ESPINOZA GONZÁLES Vs. PERÚ � 587

B.1.2.  �Sobre los alegatos de tortura esgrimidos durante el proceso penal 
seguido en los años 2003 y 2004 en contra de Gladys Espinoza y la 
aplicación de un estereotipo de género por parte de las autoridades 
judiciales 

[…]
266.  Como ya ha señalado la Corte, aun cuando los actos de tortura o 

tratos crueles, inhumanos o degradantes no hayan sido denunciados ante las 
autoridades competentes por la propia víctima, en todo caso en que existan 
indicios de su ocurrencia, el Estado deberá iniciar de oficio y de inmediato 
una investigación imparcial, independiente y minuciosa que permita 
determinar la naturaleza y el origen de las lesiones advertidas, identificar a 
los responsables e iniciar su procesamiento143. Asimismo, la obligación de 
investigar violencia de género se vio reforzada para el Perú con la entrada 
en vigor, el 4 de junio de 2006, de la Convención de Belém do Pará. La 
Corte constata que las instancias judiciales mencionadas anteriormente, al 
igual que el Ministerio Público y la Procuraduría Pública, no promovieron 
denuncia o investigación alguna para esclarecer los hechos que fueron alega
dos por Gladys Espinoza, pese a tener conocimiento sobre los actos contra 
la integridad personal de ésta. 

[…]
268.  Al respecto, la Corte considera que el estereotipo de género se 

refiere a una pre-concepción de atributos o características poseídas o papeles 
que son o deberían ser ejecutados por hombres y mujeres respectivamente144. 
En este orden de ideas, la Corte ha identificado estereotipos de género que 
son incompatibles con el derecho internacional de los derechos humanos y 
respecto de los cuales los Estados deben tomar medidas para erradicarlos145. 

[…]
270.  En primer lugar, del Certificado Médico Legal No. 003821‑V 

emitido por el IML tras las evaluaciones realizadas a Gladys Espinoza los 
días 27 de enero y 9 de febrero de 2004, se desprende que los médicos 
legistas que evaluaron a Gladys Espinoza determinaron que su conducta 
durante su declaración fue una “dramatización de los acontecimientos” y 
que ésta “presenta un trastorno histri[ó]nico, el cual no le impide estar en 
contacto con la realidad excepto cuando se disocia”. En dicho certificado 
también se concluye que Gladys Espinoza padecía de “trastorno disociativo” 
y de “personalidad histri[ó]nica”. Igualmente, en el Protocolo de Pericia 

143.  Cfr. Caso Gutiérrez Soler Vs. Colombia. Sentencia de 12 de septiembre de 2005. Serie C No. 132, párr. 54 
y Caso J. Vs. Perú, párr. 347.
144.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 401.
145.  Cfr. Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012. Serie C No. 257, párr. 302.
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Psicológica No. 003737-2004-PSC, producido por el IML tras la entrevista 
realizada a Gladys Espinoza los días 9 y 10 de febrero de 2004, se indica 
que “[l]a examinada es una persona con poca tolerancia a la frustración […] 
tiende a exagerar sus emociones […] según sea su conveniencia, trata de ser 
convincente con su discurso, cuida su imagen ante los demás, se muestra 
evasiva, no se compromete, le cuesta asumir sus errores, manipula para 
obtener ganancias secundarias, [y] es demandante de apoyo”. 

271.  Más aún, en la audiencia pública celebrada el 26 de febrero de 
2004 ante la Sala Nacional de Terrorismo, las psicólogas que realizaron 
el Protocolo de Peritica Psicológica 003737-2004-PSC mencionado en el 
párrafo anterior presentaron testimonio oral. Al ser preguntadas sobre cómo 
definirían a una persona con rasgos histriónicos y disociales, afirmaron que 
“son personas que se caracterizan por ser inmaduras e inseguras, son cam
biantes en sus afectos para llamar la atención, en lo referente a los rasgos 
disociales son personas que tienden a la mentira y minimizan sus faltas 
y errores, pensando siempre más en la satisfacción de sus necesidades”. 
Añadieron que “estas características no son algo definitivo en la persona, 
como se consigna son sólo rasgos de una personalidad [que] en este caso 
resultó histriónica y disocial”. Además, aseveraron que “un rasgo histriónico 
se refiere a que la persona tiende a manipular a los demás, no sólo a través 
de la entrevista sino a través de otros medios, cuando se habla de ganancia 
secundaria se debe a que hay un interés que no se especifica cuál es, pero a 
través de su historia de vida la persona busca obtener”. Señalaron, además, 
que la interna con rasgos de personalidad histriónica y disocial tiende a 
transgredir normas y reglas”. 

272.  Al respecto, la perita Rebeca Cook afirmó ante la Corte que 
“[l]a caracterización de la mujer sospechosa de actividad criminal como una 
[‘]chica mala[’] permite negarles su madurez y humanidad y así eximir de 
responsabilidad [a] las personas responsables de su custodia”, señalando que 
entre las características que suelen atribuirse a las mujeres sospechosas de 
haber cometido delitos se incluyen “ser asertivas, manipuladoras, carecer 
de credibilidad y tendencia a desafiar a la autoridad”. Añade la perita que 
“[l]os jueces que comparten estereotipos de género similares acerca de las 
mujeres consideradas sospechosas consecuentemente puede[n] provocar que 
la decisión de su inocencia o culpabilidad no se fundamente en evidencia 
apropiada, o incluso se les puede imponer castigos más severos que a las 
mujeres sospechosas que se someten a la autoridad masculina”. En vista de 
lo anterior, la Corte reconoce y rechaza el estereotipo de género por el cual 
se considera a las mujeres sospechosas de haber cometido un delito como 
intrínsecamente no confiables o manipuladoras, especialmente en el marco 
de procesos judiciales. Al respecto, la Corte ha aseverado que valoraciones 

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2015 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Consejo de Europa - Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/mAaDJU



Corte IDH – CASO ESPINOZA GONZÁLES Vs. PERÚ � 589

de esta naturaleza muestran “un criterio discrecional y discriminatorio con 
base en la situación procesal de las mujeres […]”146.

273.  Por otra parte, la perita María Jennie Dador afirmó ante la Corte 
que en la investigación de casos de violencia sexual y tortura denunciados 
en el Perú, las autoridades judiciales incurrían “en la sobrevaloración de la 
pericia médico legal, en la integridad del himen o ‘pérdida de la virginidad’ 
y en la acreditación de las huellas físicas de la violencia. Sin considerar 
que para ello no se contaba ni se cuenta hasta ahora, con recursos técnico-
científicos ni humanos, que permitan al sistema de justicia reunir pruebas 
necesarias para acusar a los agresores”. 

274.  Ahora bien, en su sentencia de 1 de marzo de 2004, la Sala 
Nacional de Terrorismo valoró los exámenes psicológicos realizados por los 
médicos legistas entre enero y febrero de 2004 a los efectos de evaluar la 
procedencia de la tacha de elementos probatorios alegadamente obtenidos 
mediante “tratos humillantes y torturas, además de abuso sexual por parte 
de desconocidos [como…] prueba prohibida […]”. Al referirse a dichos 
peritajes psicológicos, afirmó que de ellos “se desprende que la acusada 
presenta rasgos histriónicos y disociales, siendo que las peritos psicólogas 
examinados [sic] en el acto del juzgamiento manifestaron que dichas caracte
rísticas corresponden a una personalidad inmadura e insegura, que no asume 
fácilmente la frustración y que manipula a los demás a fin [de] obtener 
ventajas”. Sin perjuicio de ello, declaró improcedente la tacha solicitada 
pues Gladys Espinoza había mantenido una versión uniforme de los hechos 
sin brindar “versión autoincriminatoria alguna[,][…] en consecuencia[,] no 
existe relación de causalidad entre los maltratos físicos que la acusada habría 
sufrido y la obtención de las pruebas de cargo, descartándose así que se trate 
de prueba prohibida”. En este sentido, en la motivación de dicha sentencia, 
la Sala Nacional de Terrorismo no hizo uso del contenido de los exámenes 
médicos realizados a Gladys Espinoza para justificar su decisión, sino que se 
basó tan solo en la falta de autoincriminación por parte de ésta. Igualmente, 
la Corte constata que la Sala Nacional de Terrorismo no se pronunció sobre 
la existencia o inexistencia de tortura, sin embargo, como se ha señalado, no 
ordenó investigar dichos hechos. 

275.  Por otra parte, en la decisión emitida por la Sala Penal Permanente 
de la Corte Suprema de 24 de noviembre de 2004, correspondiente al 
“recurso de nulidad interpuesto por [Gladys Espinoza] contra la sentencia 
condenatoria [de 1 de marzo de 2004]; por el Fiscal Superior con respecto 
al quantum de la pena y por la Procuraduría Pública del Estado respecto 
del monto de la reparación civil”, se afirma que “durante el desarrollo del 

146.  Mutatis mutandis, Caso J. Vs. Perú, párr. 352.
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juicio oral los peritos médicos han señalado que las lesiones que presenta 
Gladys Carol Espinoza Gonzáles no resultan compatibles con una tortura, 
debiendo agregarse que en la pericia psicológica [se] concluye que la 
peritada se presenta como una persona que manipula para obtener ventaja”, 
y se considera “No haber nulidad en la sentencia […] que Condena a 
Gladys Carol Espinoza […] por el delito contra la tranquilidad pública-
terrorismo”. En este sentido, en dicha sentencia la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia descartó el alegato de la posible existencia de “la tortura 
que [Gladys Espinoza] denuncia fue víctima en sede policial”, con base 
en los señalamientos realizados por los peritos médicos durante el juicio 
oral, exclusivamente, y específicamente afirmó que Gladys Espinoza es una 
persona que manipula para obtener ventaja. La Sala Penal no valoró ningún 
otro elemento contenido en el expediente a fin de llegar a dicha conclusión, 
e interpretó las valoraciones de los peritos realizadas dura nte la audiencia 
oral de forma dirigida a invalidar su credibilidad como testigo. En particular, 
la Corte recuerda que dos de los tres peritos médicos que declararon ante la 
Sala Nacional de Terrorismo en la audiencia pública referida no negaron ni 
afirmaron la existencia de actos de tortura y violencia sexual en contra de 
Gladys Espinoza. Así, esta forma selectiva de valorar los peritajes rendidos 
en la audiencia oral invalidó el contenido de las declaraciones de Gladys 
Espinoza, lo cual resulta particularmente preocupante dado el especial valor 
que tienen las declaraciones de una presunta víctima de violencia sexual.

276.  Es pertinente tener en cuenta que, al analizar los informes psico
lógicos 003821-V y 003737-2004-PSC de febrero de 2004 mencionados la 
psicóloga Carmen Wurst, en su informe psicológico practicado a la señora 
Espinoza en 2008, afirmó que “[e]n ninguna de las pericias consignadas, se 
ha tomado en cuenta que se trata de un caso de tortura y violación sexual. 
No hay alusión en las conclusiones de la relación existente entre el evento 
traumático y las secuelas encontradas […]. Las conclusiones emitidas solo 
corroboran y acredita[n] el daño psicológico producto de la tortura. [Por otra 
parte, dichos peritajes] han sido utilizados de manera peyorativa, cuando ha 
significado reacciones esperables […]. El diagnóstico pretende mostrar que 
la paciente ha fingido por sus rasgos histriónicos el episodio de tortura, 
lo cual es absolutamente improbable e incorrecto, pues estas reacciones y 
cuadros clínicos son NORMALES Y ESPERABLES y contrariamente cer
tifican las secuelas producto de la tortura de acuerdo con el Protocolo de 
Estambul”. 

277.  Más aún, la Corte recuerda que en el Perú existió un patrón de 
tortura y de violencia sexual aplicada discriminatoriamente en perjuicio 
de las mujeres en el marco de investigaciones por razón de terrorismo y 
traición a la patria en la época de los hechos. Además, tal como se señaló 
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previamente, para la fecha en que se emitió la sentencia de la Sala Penal, en 
casos de violencia sexual, los tribunales del Perú sobrevaloraban las pruebas 
médicas, incurriendo además en valoraciones estereotipadas y limitadas a 
la verificación de la integridad del himen, la pérdida de la virginidad, y las 
huellas físicas de la violencia. 

278.  En este sentido, la Corte considera pertinente resaltar que una 
garantía para el acceso a la justicia de las mujeres víctimas de violencia sexual 
debe ser la previsión de reglas para la valoración de la prueba que evite 
afirmaciones, insinuaciones y alusiones estereotipadas. Al respecto, la Corte 
observa que, en el Acuerdo Plenario No. 1-2011/CJ-116 de 6 de diciembre 
de 2011 de la Corte Suprema de Justicia, en donde se “establec[ieron] 
como doctrina legal” los criterios para la apreciación de la prueba de delitos 
sexuales en el Perú a partir de dicha fecha, se afirma que “algunos sectores 
de la comunidad asumen que esta apreciación probatoria está gobernada 
por estereotipos de género en los Policías, Fiscales y Jueces” y se reconoce la 
necesidad de “que se lleve a cabo una adecuada apreciación y selección de la 
prueba a fin de neutralizar la posibilidad de que se produzca algún defecto 
que lesione la dignidad humana y sea fuente de impunidad”. Así, la Corte 
considera que en el presente caso la ausencia de normas que regularan, en el 
año 2004, la especial valoración de la prueba requerida en casos de violencia 
sexual favoreció el uso de estereotipos de género en la valoración de la Sala 
Penal Permanente de los indicios de que Gladys Espinoza había sido víctima 
de tortura y violencia sexual.

279.  En vista de todo lo anterior, la Corte considera que la aseveración 
de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de que Gladys Espinoza 
manipulaba la realidad a su conveniencia es consistente con lo señalado 
por la perita Dador, en sentido que, en casos de violencia sexual, las auto
ridades judiciales en el Perú incurrían en estereotipación por razón de 
género en la valoración de la prueba, restando valor a las declaraciones de 
mujeres víctimas de estos hechos. Sumado a ello, la Corte considera que los 
siguientes elementos demuestran que dicho tribunal eligió selectivamente la 
prueba en perjuicio de Gladys Espinoza: i) el hecho de que el juez descartó 
el alegato de la posible existencia de tortura al señalar que ella es una persona 
que manipulaba la realidad; ii) la existencia de peritajes médicos que no 
negaban la posibilidad de que Gladys Espinoza hubiese sido víctima de 
torturas, y iii) la falta de análisis de los demás elementos contenidos en el 
expediente judicial, tales como los exámenes médicos practicados a ésta, de 
donde se desprendían elementos que razonablemente configuraban indicios 
de tortura. Asimismo, la falta de normas sobre la valoración de la prueba en 
este tipo de casos favoreció la elección selectiva de las pruebas para descartar 
los alegatos de tortura esgrimidos por Gladys Espinoza, con la consecuencia 
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de que no se ordenaran investigaciones al respecto. Esto constituyó un trato 
discriminatorio en su perjuicio por parte de la Sala Penal Permanente de la 
Corte Suprema de Justicia de Perú, toda vez que ésta se fundamentó en un 
estereotipo de género sobre la falta de confiabilidad en sus declaraciones, de 
las mujeres sospechosas de haber cometido un delito. 

280.  En este sentido, la Corte reitera que la ineficacia judicial frente 
a casos individuales de violencia contra las mujeres propicia un ambiente 
de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de 
violencia en general y envía un mensaje según el cual la violencia contra las 
mujeres puede ser tolerada y aceptada, lo que favorece su perpetuación y la 
aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de inseguridad 
de las mujeres, así como una persistente desconfianza de éstas en el sistema 
de administración de justicia147. Dicha ineficacia o indiferencia constituye 
en sí misma una discriminación de la mujer en el acceso a la justicia. Por 
ello, cuando existan indicios o sospechas concretas de violencia de género, 
la falta de investigación por parte de las autoridades de los posibles móviles 
discriminatorios que tuvo un acto de violencia contra la mujer, puede 
constituir en sí misma una forma de discriminación basada en el género148.

281.  Al respecto, la perita Rebecca Cook señaló que “[u]na cultura de 
impunidad […] perpetúa la idea de que las mujeres consideradas sospecho
sas, por defecto, tienen un valor menor que los hombres […]. La respuesta 
inadecuada de los Estados y los jueces ante la violencia basada en el género 
que las mujeres sufren cuando se encuentran en custodia policial o en 
prisiones refleja y perpetúa el punto de vista en el cual dicha violencia contra 
las mujeres no es crimen serio. En resumen, la violencia contra las mujeres 
consideradas sospechosas es [ocultada] y sub-penalizada, permitiéndole con
tinuar con impunidad”. Igualmente, indicó que “[l]a implementación de la 
perspectiva de género [a los mecanismos de acceso a la justicia] requiere la 
garantía de que los estereotipos de género que tienen los agentes u oficiales 
no impidan o distorsionen las investigaciones [e]fectivas, la prosecución y/o 
el adecuado castigo de la violencia contra la mujer”.

282.  Ahora bien, en el presente caso, Félix Reátegui, asesor principal del 
Presidente de la CVR y coordinador operativo de la Unidad de su Informe 
Final, señaló en relación con el número de casos de violencia sexual registrados, 
que “a diferencia de otras violaciones, hay una marcada tendencia a que la 
violencia sexual sea reportada con una frecuencia marcadamente menor a 
lo que ocurrió en la realidad por diversas razones: por la escasa importancia 
que se le da, porque en un contexto de continua violencia contra la mujer 

147.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párrs. 388 y 400, y Caso Veliz Franco y otros 
Vs. Guatemala, párr. 208.
148.  Cfr. Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, párr. 208.
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eso tiende a ser visto como algo normal o como una trasgresión menor, por 
vergüenza y temor al estigma y porque tradicionalmente las autoridades del 
Estado han sido poco respetuosas de las mujeres que reportan haber sufrido 
violencia sexual”. En este orden de ideas, la perita Julissa Mantilla mani
festó en la audiencia pública ante la Corte, sin que haya sido controvertido 
por el Estado, que de los 538 casos de violación sexual que registró la 
CVR, 527  fueron contra mujeres, y hasta el año 2012, de los 538 casos 
de violación sexual que encontró la CVR “solo dieciseis casos se estaban 
investigando. De estos, trece estaban en etapa de investigación preliminar 
a cargo del Ministerio Público y tres ante el Poder Judicial”. Al respecto, 
la Corte ya ha señalado en esta Sentencia que el Informe de la CVR es un 
referente importante para los hechos del presente caso. Lo anterior permite 
a esta Corte concluir que en el Perú se tornó invisible el patrón grave de 
violencia sexual del cual fueron víctimas las mujeres detenidas en razón de su 
presunta participación en delitos de terrorismo y traición a la patria, lo cual 
constituyó un obstáculo a la judicialización de dichos hechos, favoreciendo 
su impunidad hasta la fecha, y configuró discriminación en el acceso a la 
justicia por razones de género.

[…]

B.1.4.  �Conclusión sobre la falta de investigación durante los años de 1993 
al 2012 

285.  Con base en todo lo anterior, la Corte considera que el Estado 
debió iniciar, ex officio y sin dilación, una investigación desde el 18 de abril 
de 1993 por los hechos de tortura cometidos en contra de Gladys Espinoza 
durante su detención y posteriormente en las instalaciones de la DIVISE y 
la DINCOTE. Igualmente, el Estado debió iniciar una investigación por 
los hechos de violencia sexual que ocurrieron en su contra desde, al menos, 
el 28 de abril de 1993, fecha en que APRODEH presentó denuncias en 
este sentido ante la Fiscalía Especial de Defensoría del Pueblo y Derechos 
Humanos. En el mismo sentido, la Corte considera que el Estado debió 
iniciar sin dilación una investigación desde el 25 de agosto de 1999 por los 
hechos de tortura y por la posible existencia de violencia sexual en contra 
de Gladys Espinoza dentro del Penal de Yanamayo el 5 de agosto de 1999. 
No obstante, no fue sino hasta el 16 de abril de 2012 que la Tercera Fiscalía 
Penal Supranacional inició una investigación penal por dichos hechos, la 
cual se encuentra en etapa de juicio.

286.  La Corte nota que el inicio de la investigación en el 2012 implicó 
un retardo injustificado de aproximadamente 19 años con relación a los 
hechos ocurridos en instalaciones de la DIVISE y DINCOTE en 1993, y 
de aproximadamente 13 años con relación a los hechos ocurridos en el Penal 
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Yanamayo en 1999, y que el proceso se encuentra aún en curso. Sobre este 
punto, la Corte recuerda que la falta de diligencia tiene como consecuencia 
que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecte indebidamente la posi
bilidad de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan esclarecer 
los hechos y determinar las responsabilidades que correspondan, con lo cual 
el Estado contribuye a la impunidad149. En este sentido, es evidente que parte 
de la prueba que pudo haber sido recabada con el fin de esclarecer los hechos 
de violencia de los que fue víctima Gladys Espinoza no están disponibles a 
la fecha por el transcurso del tiempo. Asimismo, la Corte constató que la 
deficiente toma de declaraciones y práctica de exámenes médicos en este 
caso contribuyeron a la impunidad, y que la aplicación de un estereotipo 
de género por parte de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia también derivo en que no se investigaran los hechos. Por último, la 
Corte observa que en el presente caso el Estado no proporcionó información 
que acredite que se haya brindado a Gladys Espinoza la atención médica y 
psicológica necesaria en casos de violencia y violación sexual.

287.  En consecuencia, la Corte determina que el Estado violó los 
derechos reconocidos en los artículos 8.1 y 25 de la Convención, en relación 
con los artículos 1.1 de dicho instrumento, al igual que de las obligaciones 
establecidas en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para 
Prevenir y Sanciona la Tortura. Asimismo, determina que el Estado incum
plió con el deber de investigar la violencia sexual contenido en el artículo 
7.b de la Convención de Belém do Pará con respecto a los hechos ocurridos 
en el Penal de Yanamayo y, a partir del 4 de junio de 1996, fecha en que fue 
ratificado dicho tratado por el Perú, con respecto a los hechos ocurridos en 
1993 en la DIVISE y la DINCOTE. 

288.  Además, la Corte determina que la valoración estereotipada de 
la prueba por parte de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia que derivó en que no se ordenara la investigación de los hechos 
denunciados, constituyó discriminación en el acceso a la justicia por razones 
de género y, por tanto, configuró un incumplimiento por parte del Estado 
de su obligación contenida en el artículo 1.1 de la Convención, en relación 
con los artículos 8.1 y 25 y 2 de la misma, y con los artículos 1, 6 y 8 de la 
CIPST y el artículo 7.b de la Convención de Belém do Pará.

[…]

149.  Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre 
de 2010 Serie C No. 217, párr. 172, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala, párr. 214. La 
impunidad ha sido definida por la Corte como la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, 
enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos humanos. Cfr. Caso de la “Panel 
Blanca” (Paniagua Morales y otros) Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares. párr. 173, y Caso Defensor de Derechos 
Humanos y otros Vs. Guatemala, párr. 214.
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IX.  �REPARACIONES (APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 63.1 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA)

[…]

B.  Obligación de investigar los hechos que generaron las 
violaciones e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 
responsables

[…]
308.  Por ello, la Corte dispone que el Estado debe, en un plazo 

razonable, abrir, impulsar, dirigir, continuar y concluir, según corresponda 
y con la mayor diligencia, las investigaciones y procesos penales pertinentes, 
a fin de identificar, procesar y, en su caso, sancionar a los responsables de las 
graves afectaciones a la integridad personal ocasionadas a Gladys Espinoza. 
La investigación y proceso penal deben ser, según corresponda, por los actos 
de tortura, violencia sexual y violación sexual de los que fue víctima Gladys 
Carol Espinoza Gonzáles en los primeros momentos de su detención el 17 de 
abril de 1993, durante el tiempo que permaneció en las instalaciones de la 
DIVISE y DINCOTE entre abril y mayo de 1993, así como durante los 
hechos ocurridos el 5 de agosto de 1999 en el Establecimiento Penitenciario 
de Máxima Seguridad de Yanamayo Puno, considerando los criterios 
señalados sobre investigaciones en este tipo de casos. En este sentido, el 
Estado debe remover todos los obstáculos de facto y de jure que mantienen 
la impunidad total en este caso. La debida diligencia en la investigación 
implica que todas las autoridades estatales correspondientes están obligadas 
a colaborar en la recolección de la prueba, por lo que deberán brindar al 
juez, fiscal u otra autoridad judicial toda la información que requiera y 
abstenerse de actos que impliquen la obstrucción para la marcha del proceso 
investigativo.

309.  Tal como se ha dispuesto en otras oportunidades relacionadas 
con este tipo de casos150, tanto la investigación como el proceso penal 
consiguiente deberán incluir una perspectiva de género, emprender líneas 
de investigación específicas respecto de la violencia sexual, a fin de evitar 
omisiones en la recolección de prueba, así como posibilitar a la víctima 
información sobre los avances en la investigación y proceso penal, de 
conformidad con la legislación interna, y en su caso, la participación 
adecuada durante la investigación y el juzgamiento en todas las etapas. 
Asimismo, la investigación debe realizarse por funcionarios capacitados en 
casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por 

150.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 455, y Caso Veliz Franco y otros Vs. Guatemala, 
párr. 251.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 2015 Corte Interamericana de Derechos Humanos 
Consejo de Europa - Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

http://www.corteidh.or.cr/

Libro completo en: https://goo.gl/mAaDJU



DIÁLOGO TRANSATLÁNTICO: SELECCIÓN DE JURISPRUDENCIA DEL  
TRIBUNAL EUROPEO Y LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

596

razón de género. Además, deberá asegurarse que las personas encargadas de 
la investigación y del proceso penal, así como, de ser el caso, otras personas 
involucradas, como testigos, peritos, o familiares de la víctima, cuenten 
con las debidas garantías de seguridad. De igual modo, por tratarse de una 
violación grave de derechos humanos, ya que los actos de tortura fueron una 
práctica generalizada en el contexto del conflicto en el Perú, el Estado debe 
abstenerse de recurrir a figuras como la amnistía en beneficio de los autores, 
así como ninguna otra disposición análoga, la prescripción, irretroactividad 
de la ley penal, cosa juzgada, ne bis in idem o cualquier eximente similar de 
responsabilidad, para excusarse de esta obligación151.

C.  Medidas de rehabilitación, satisfacción y garantías de no 
repetición

C.1.  Rehabilitación

[…]
314.  Por tanto, la Corte determina que el Estado debe brindar 

gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas y de forma 
inmediata, adecuada, integral y efectiva, el tratamiento médico, psicológico 
o psiquiátrico que requiera Gladys Carol Espinoza Gonzáles, previo con
sentimiento informado y si así lo desea, incluida la provisión gratuita de 
medicamentos. Asimismo, el Estado deberá asegurar que los profesionales 
que sean asignados valoren debidamente las condiciones psicológicas y físicas 
de la víctima y tengan la experiencia y formación suficientes para tratar tanto 
los problemas de salud físicos que padezca como los traumas psicológicos 
ocasionados como resultado de los tratos crueles, inhumanos y degradantes, 
y la tortura que sufrió, la cual incluyó la violación sexual y otras formas de 
violencia sexual. Para tal efecto y dado que actualmente Gladys Espinoza se 
encuentre recluida, dichos profesionales deben tener acceso a los lugares en 
que se encuentra, así como se deben asegurar los traslados a las instituciones 
de salud que la víctima requiera. Posteriormente, los tratamientos deberán 
prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más cercanos a su lugar 
de residencia152 en el Perú por el tiempo que sea necesario. Lo anterior 
implica que Gladys Espinoza deberá recibir un tratamiento diferenciado 
en relación con el trámite y procedimiento que debiera realizar para ser 
atendida en los hospitales públicos153.

151.  Cfr. Caso Barrios Altos Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 14 de marzo de 2001. Serie C No. 75, párr. 41, y Caso 
Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 244.
152.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie C 
No. 88, párr. 51, y Caso Defensor de Derechos Humanos y otros Vs. Guatemala, párr. 258.
153.  Cfr. Caso Heliodoro Portugal Vs. Panamá. Supervisión de Cumplimiento de Sentencia. Resolución emitida por la 
Corte Interamericana el 28 de mayo de 2010, considerando 28, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 256.
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315.  Por otro lado, el Estado debe brindar gratuitamente, a través de 
sus instituciones de salud especializadas y de forma inmediata, adecuada, 
integral y efectiva, el tratamiento psicológico o psiquiátrico que requiera 
Manuel Espinoza Gonzáles, previo consentimiento informado y si así lo 
desea, incluida la provisión gratuita de medicamentos. Asimismo, los trata
mientos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en los centros más 
cercanos a su lugar de residencia en el Perú por el tiempo que sea necesario. 
Lo anterior implica que el señor Espinoza Gonzáles deberá recibir un trata
miento diferenciado en relación con el trámite y procedimiento que debiera 
realizar para ser atendido en los hospitales públicos.

316.  Al proveer el tratamiento psicológico o psiquiátrico a Gladys 
Espinoza y Manuel Espinoza, se deben considerar, además, las circunstancias 
y necesidades particulares de cada víctima, de manera que se les brinden 
tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con 
cada una de ellas y después de una evaluación individual154. Las víctimas que 
soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen 
de un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, para dar a conocer al Estado su intención de recibir tratamiento 
psicológico o psiquiátrico, y en el caso de Gladys Espinoza, también trata
miento médico155.

[…]

C.3.  Garantías de no repetición

C.3.1.  Medidas de carácter normativo e institucional

[…]
322.  La Corte valora los esfuerzos del Estado para combatir la violencia 

por razón de género. Estos avances, en especial los judiciales, constituyen 
indicadores estructurales relacionados con la adopción de normas que, en 
principio, tienen como objetivo enfrentar la violencia y discriminación 
contra la mujer. Sin embargo, el Perú no aportó información a la Corte 
sobre la efectividad de las medidas adoptadas. De igual modo, es menester 
que se incluyan en los protocolos de investigación en el Perú los estándares 
establecidos en esta Sentencia. En virtud de lo anterior, la Corte ordena al 
Estado del Perú, en un plazo razonable, desarrollar protocolos de investi
gación para que los casos de tortura, violación sexual y otras formas de vio
lencia sexual sean debidamente investigados y juzgados de conformidad con 
los estándares indicados en los párrafos 248, 249, 251, 252, 255 y 256 de 
esta Sentencia, los cuales se refieren a la recaudación de prueba en casos de 

154.  Cfr. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. Serie 
C No. 109, párr. 278, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 256.
155.  Cfr. Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México, párr. 252, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 256.
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tortura y violencia sexual, y en particular, a la recopilación de declaraciones 
y la realización de evaluaciones médicas y psicológicas.

C.3.2.  Programas de formación y capacitación

[…]
326.  La Corte valora positivamente las medidas adoptadas por el Estado 

respecto a la formación en derechos humanos en diversas instituciones 
del Estado. Sin embargo, recuerda que la capacitación, como sistema de 
formación continua, se debe extender durante un lapso importante para 
cumplir sus objetivos156. De igual modo y a la luz de la jurisprudencia de 
este Tribunal157, advierte que una capacitación con perspectiva de género 
implica no solo un aprendizaje de las normas, sino debe generar que todos 
los funcionarios reconozcan la existencia de discriminación contra la mujer 
y las afectaciones que generan en éstas las ideas y valoraciones estereotipadas 
en lo que respecta al alcance y contenido de los derechos humanos.

327.  En razón de lo anterior, la Corte dispone que el Estado, en un plazo 
razonable, incorpore en los programas y cursos permanentes de educación 
y capacitación dirigidos a quienes están encargados de la persecución penal 
y su judicialización, los estándares establecidos en los párrafos 237 a 242, 
248, 249, 251, 252, 255, 256, 258, 260, 266, 268 y 278 de esta Sentencia 
sobre: i) perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de 
averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación 
y violencia contra las mujeres por razones de género, en particular los actos 
de violencia y violación sexual, y ii) superación de estereotipos de género. 

[…]

C.3.4.  �Rehabilitación a las mujeres víctimas de violencia sexual durante el 
conflicto peruano

331.  En el presente caso, la Corte estableció que la práctica generalizada 
de la violación sexual y otras formas de violencia sexual fue utilizado como 
una estrategia de guerra y afectó principalmente a las mujeres en el marco del 
conflicto existente en el Perú entre 1980 y 2000. Por ello, la Corte considera 
que el Estado debe implementar si no lo tuviere, en un plazo razonable, un 
mecanismo que permita a todas las mujeres víctimas de dichas violaciones 
que lo soliciten, tener acceso gratuito, a través de las instituciones públicas 
del Estado, a una rehabilitación especializada de carácter médico, psicológico 
y/o psiquiátrico dirigido a reparar este tipo de violaciones.

[…]

156.  Cfr. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de julio 
de 2009. Serie C No. 200, párr. 251, y Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 540.
157.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 540.
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